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INVITADOS: Por el Directorio de las Obras Sanitarias del Estado, señor Juan Justo Amaro, Presidente; 
Alberto Casas, Director; ingeniero Arturo Castagnino, Gerente General; profesor Alberto 
Martínez, Secretario General; licenciado Martín Amaya, Asesor; contador Jorge Harambure, 
Asesor; y doctor Abelardo Gianola, Asesor. 


Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Ariel Davrieux, Director. 


SEÑOR PRESIDENTE (Sendic).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 15 y 15) 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente da la bienvenida al señor Juan Justo Amaro, 
Presidente del Directorio de OSE, al señor Alberto Casas, Director, al ingeniero Arturo Castagnino, Gerente 
General, al profesor Alberto Martínez, Secretario General, y a los asesores, licenciado Martín Amaya, 
contador Jorge Harambure y doctor Abelardo Gianola. 


El motivo de esta citación es la preocupación de varios señores legisladores ante cambios en los términos del 
contrato realizado con la empresa URAGUA Sociedad Anónima, en el departamento de Maldonado. 


SEÑORA BARREIRO.- Como es sabido, hemos venido siguiendo este tema desde el verano pasado, 
conjuntamente con el Directorio de OSE. Quedamos muy sorprendidos ante la información brindada 
por la prensa sobre la modificación del contrato con la empresa URAGUA, ya que se contradice 
bastante con las expresiones de los Directores que estuvieron presentes en esta Comisión el día 11 de 
diciembre, según la versión taquigráfica que tengo en mi poder. 


La gente de FFOSE nos ha proporcionado borradores del contrato -no sabemos si es el que definitivamente se 
aprobó- y de la resolución del Directorio, y encontramos algunas contradicciones bastante graves en relación 
con el contrato y con ciertas exigencias del pliego de condiciones. 


Además, tenemos un informe jurídico de OSÉE que objeta determinadas modificaciones de este contrato y 
concluye que todos los cambios son en beneficio de la empresa URAGUA y ninguno en favor de la 
administración ni de los usuarios. 


Tampoco tenemos conocimiento de que se hayan llevado a cabo determinadas formalidades legales, como la 
consulta al Tribunal de Cuentas -que tuvo que ver tanto en el contrato como en el pliego de condiciones- y al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es el que tiene la supervisión sobre 
el organismo OSE. 


Si bien tengo algunas preguntas concretas para formular, me parecería mejor que, en primer lugar, el señor 
Presidente del Directorio de OSE, quien según la prensa estuvo de acuerdo con la modificación del contrato, 
nos explicara en qué consiste esto, qué alcances tiene y cómo se va a encarar. 


SEÑOR SENDIC.- Quiero dejar sentada la preocupación que tenemos como legisladores por el hecho 
de que por segunda vez en pocos días hayamos convocado al Directorio de OSE y su Vicepresidente, el 
doctor Hugo Granucci, no haya concurrido. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Yo también quiero dejar sentada mi posición. 


La invitación al Directorio es genérica. La presencia del señor Presidente basta para representar al Directorio, 
por lo cual la del Vicepresidente es algo accesorio. 


SEÑOR ROSSI.- Ya que se tocó este tema, quiero hacer una aclaración. 


En su momento, enviamos una nota al señor Presidente de esta Comisión solicitando también la presencia del 
señor Ministro de la Cartera que supervisa la actividad de la administración de OSE. Esta es la segunda vez 
que hacemos este pedido. Sin embargo, el Directorio de OSÉE concurre, pero no lo hace el señor Ministro. 


SEÑORA BARREIRO.- Obviamente, hubo varios señores legisladores de distintas bancadas que nos 
preocupamos por este tema. 


En lo personal, inmediatamente hablé con la señora Diputada Argimón, Presidenta de la Comisión, para 
solicitar esta convocatoria. Luego, el jueves, después de la reunión de la coordinación de la bancada del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, en la que se valoró qué era mejor hacer para empezar y posteriormente 
ver cómo seguir, se resolvió citar al Directorio de OSE y a la OPP. Es así que quedé encomendada por la 
bancada para hablar con la señora Presidenta a fin de que concurrieran estas autoridades a la Comisión. 
Quiere decir que, en realidad, el Ministerio no está en falta porque no se lo citó. Yo acordé eso con la señora 
Presidenta. Tengo que dejar esta constancia porque, de lo contrario, aparecería como un incumplimiento del 
Ministerio. 


Después, nuestro sector político verá cómo proseguir. Tenemos conocimiento público de que el Partido 
Nacional ya tiene otra decisión; pero nosotros vamos a tomar posición posteriormente. 


SEÑOR AMARO.- Quiero decir que recibí la primera citación directamente del señor Diputado Rossi, 
y basta con que me cite un Representante para que me haga presente en la Comisión. Concretamente, 
el señor Diputado Rossi citaba al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y al Presidente de OSE. Ya sea que nos cite la Comisión a través de las vías regulares o un 
señor Diputado, yo me hago presente. Aclaro que estoy hablando en forma personal. 


Además, es justo decir que todas las veces que he concurrido a esta Comisión me ha acompañado el Director 
Casas; el señor Granucci ha estado en una oportunidad. 


SEÑOR PÉREZ.- Preferiría seguir el curso que marcó la señora Diputada Barreiro y esperar a que el 
señor Presidente de OSE nos diga qué fue lo que pasó con la concesión. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Quiero dejar constancia de mi agradecimiento a la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente por haber compartido la nota que enviamos con fecha 24 de diciembre, 
solicitando la comparecencia con carácter grave y urgente del Directorio de OSE y del Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto por los cambios en el contrato con la empresa URAGUA. 


Comparto la iniciativa de escuchar primero al Directorio y luego formular las preguntas correspondientes. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero agradecer a la Comisión por dejarnos participar en esta sesión, así 
como también la presencia del Presidente de OSE, del Director Casas y del grupo de gerentes y 
asesores. 


Como es público y notorio, el Partido Nacional en estos días ha evaluado en forma negativa esta 
renegociación del contrato entre OSÉE y la empresa URAGUA. 


También es de nuestro interés escuchar a las autoridades de OSE sobre este tema particular para después ver 
qué pasos damos. 


Me gustaría que nos situáramos en este problema de larga data que es el que se ha suscitado entre OSE y la 
empresa URAGUA. Recordamos un inconveniente en el verano pasado en torno a la calidad del agua, que 
motivó la intervención de la OSE y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; 
inclusive, hubo algunas discrepancias acerca de las medidas a tomar. 


Hoy el tema no es la calidad del agua sino la renegociación de un contrato. 


En el transcurso de nuestra intervención queremos hacer algunas preguntas porque, según tenemos entendido 
por conversaciones con el Director blanco del organismo, señor Alberto Casas, este tema llega con carácter 
urgente, de un día para el otro, al Directorio de OSE. Sobre la negociación que venía haciendo en su 
momento el Ministro Cat y algunas otras autoridades, creo que inclusive la OPP, queremos saber cómo es que 
ingresa este tema con carácter urgente al Directorio de OSE sin que se hayan cumplido, desde nuestro punto 
de vista, varias formalidades que son principales para nosotros. 


Entonces, la pregunta es: ¿qué autoridad del Poder Ejecutivo -si es que la hubo- expresó el pedido de que se 
trate este tema en forma urgente? Lo que sabemos -si nos equivocamos pedimos que se nos rectifique- es que 
el nuevo señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha estado omiso en los 
deberes de contralor que tiene sobre la OSE. 


En segundo lugar, quiero preguntar al señor Presidente de OSE y al Director Casas por qué no se esperó a 
que existiera un dictamen del Tribunal de Cuentas, ya que si actuó preceptivamente en la conformación 
inicial del contrato entre la empresa URAGUA y OSE, creo que en el momento de retocarlo hubiera sido 
lógico tener la valoración de este organismo. 


Asimismo, surge de las actas del Directorio que no ha habido informes por escrito de la OSE, aunque sí algún 
comentario o alguna exposición verbal de algún servicio en un tema tan importante como este. 


Otro tema de forma, pero no menor, es que quienes suscriben esta nueva forma de contrato, por la parte de la 
empresa URAGUA, exceden su capacidad de representación; porque tienen una limitación económica en sus 
poderes, expresamente prevista. En este caso, según los bocetos del contrato que obran en nuestro poder, los 
límites de esta gente se sobrepasan exageradamente. Esto es quizás lo más grosero o alarmante en cuanto a la 
forma de la negociación. 


Sobre el fondo nos interesaría hacer algunas preguntas. Tenemos entendido que la renegociación versa sobre 
tres puntos que solo incluyen aspectos económicos. Nos preocupa que no se haya incluido la renegociación 
del atraso en las obras o de los cumplimientos. Quizás la OSE esté un poco menos en falta con URAGUA, 
porque esta empresa está bastante atrasada en sus cumplimientos. No obstante, reitero que en el momento de 
sentarse a renegociar un contrato, únicamente se consideran los términos económicos. Entonces, queremos 
saber quiénes son los beneficiados por esta renegociación. Parece claro que si la pide la empresa URAGUA, 
es ella la que se beneficia en buena forma; pero queremos saber cuál es el beneficio para la OSÉE -a simple 
vista, no obtiene ninguno, por carecer de un compromiso en lo que hace a las obras- y para los usuarios. 


Por último, vemos que con esto, en principio se ha abierto una puerta para URAGUA; porque tenemos en 
nuestro poder una carta de "Aguas de la Costa" que ya está pidiendo el mismo tratamiento que la empresa 
URAGUA. Entonces, mañana otros organismos o dependencias estatales, uno tras otro, con un efecto dominó 
tendrán que ir cambiando todos los contratos. 


Acá estamos haciendo una modificación para los concesionarios, para las empresas privadas. Los 
legisladores aquí presentes y los distinguidos visitantes saben lo que hemos tratado de renegociar las deudas 
de los productores -todos hemos estado atrás de este problema-, la de doña María y don José que compraron 
una heladera en dólares y no la pueden pagar. Entonces, creo que el Gobierno debería pensar que si empieza 
a dar estas señales, está dejando una puerta abierta para quienes, una y otra vez, hemos tenido que contestar 
que no hay posibilidades de negociación. Entonces, el ciudadano, en su vida diaria está endeudado e 
indefenso y el concesionario renegocia en condiciones que -salvo que el señor Presidente de la OSE me 
explique lo contrario- para nosotros carecen de las formalidades; sobre el fondo, nos limitamos a decir que 
son demasiado benevolentes. 


SEÑOR RIVERÓS.- Pensamos, con carácter general, que la privatización de servicios públicos 
esenciales es nociva, por lo menos, para nuestro país. 


Pero quiero señalar que nos han sorprendido las noticias sobre la renegociación de los términos de los 
contratos con URAGUA, debido a que no sabemos qué es lo que ha cambiado desde el 11 de diciembre de 
este año, fecha en que amablemente el Directorio de OSÉE concurrió a esta Comisión. En ese sentido, quisiera 
dar lectura a algunos párrafos de la versión taquigráfica, que son bien indicativos de cómo era la situación en 
ese entonces; queremos que cuando los integrantes del Directorio hagan su informe, nos indiquen por qué 
han cambiado esas circunstancias. En la versión taquigráfica de la mencionada sesión, ante una pregunta del 
señor Diputado Pérez Morad sobre la situación de URAGUA, el señor Presidente de OSE, señor Amaro dice: 
"Quiero que quede bien claro que nosotros no estábamos cuando se realizó esta concesión, pero si queda 
alguna duda puedo decir que nunca la hubiera firmado, como no voy a firmar ningún tipo de privatización". 


Luego se pregunta si OSE estaría en condiciones de tomar los servicios que está prestando URAGUA, y de 
hacerlo eficientemente, y el señor Castagnino responde: "Ratifico que OSE está en condiciones de retomar la 
operación y el mantenimiento de los servicios de Maldonado cuando sea necesario, ya sea en el aspecto 
técnico, comercial o administrativo.- Ya hemos hecho las consultas y hemos tomado los recaudos para estar 
preparados ante cualquier contingencia". 


Más adelante, interviene la Presidenta de la Comisión, señora Diputada Argimón, quien manifiesta que le 
gustaría que se precisara más lo relativo a la negociación, aparentemente paralela, que se estaría llevando a 
cabo, y el señor Presidente de OSE responde: " Hemos dicho algo sumamente importante. Por el respeto que 
sentimos por esta Casa y, en particular, por los legisladores presentes, hemos dicho que no se van a modificar 
el canon -sabemos que eso se está tratando- ni el plazo. Creo que no es poco lo que hemos dicho. Por lo 
tanto, por ahora, me mantengo en esto". 


Esta era la posición del señor Presidente del Directorio el 11 de diciembre. Entonces, nos llama la atención 
que haya habido un cambio tan radical en las posiciones del Directorio de OSE que haya llevado -tal como se 
ha comentado en la prensa- a modificaciones importantes en el texto y en las condiciones del contrato con la 
empresa URAGUA. Por lo tanto, quisiera que se aclarara de la mejor forma posible esta situación. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Quisiera corregir algunos términos. Es importante que en la versión 
taquigráfica quede debidamente clarificado que no estamos hablando de una privatización. En el caso 
de URAGUA en Maldonado, lo que hay es una concesión. 


En cuanto a lo que se ha expresado con relación al cambio de los términos del contrato, me parece que por lo 
menos sería una descortesía si adelantáramos opiniones antes de escuchar a los miembros del Directorio de 
OSE, porque se ha hablado de cambios radicales y se ha dicho que se cambia el canon y el plazo, cuando 
nada de eso se modifica. Entonces, no existen tales cambios. 


Por lo tanto, desearía que el señor Presidente del Directorio se expresara sobre estos puntos, tal como lo han 
hecho prontamente a lo largo de todos estos años, en cada una de las oportunidades en que se ha reclamado 
su presencia en este ámbito. Algunas de las veces ha acudido el Directorio en pleno; otras, el señor Presidente 
de OSE y el Director Casas. Y es importante destacar esto, porque ha habido una respuesta inmediata, en 
virtud de la urgencia que algunos de los legisladores le imponían al tema, sin duda que preocupados por un 
asunto que concita interés. 


De manera que quiero felicitar al Directorio, que siempre ha estado pronto a hacerse presente para evacuar 
las consultas de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde, entonces, escuchar a los representantes del Directorio de 
OSE, por lo menos, a los dos miembros -el señor Presidente y el Director Casas- que generalmente 
acuden a las reuniones de trabajo de esta Comisión. 


SEÑOR AMARO.- Con mucho gusto estoy aquí en esta tarde, acompañado por otros compañeros del 
Directorio y otras jerarquías de OSE. Voy a tratar, dentro de mis posibilidades, de contestar todas las 
preguntas que se han formulado. Esta es una vieja costumbre que tengo; estuve en esta Casa muchos 
años y, ahora, siempre trato de retribuir lo que he recibido. 


En principio, voy a hacer una breve cronología de los hechos, porque entiendo que nos va a situar y a servir a 
todos. 


El día 12 de agosto de 2002 el señor Lerma, Gerente de URAGUA, informó a la Comisión de Contralor de la 
Concesión sobre el atraso en el pago del canon mensual. Comienzo por decir que ese atraso se terminó el día 
26 de diciembre, ya que la firma pagó US$ 866.766; es decir, que este es un problema menos. 


En ese momento, la empresa informó que la situación económica del país y la incidencia de factores 
exteriores ajenos, imprevisibles e inimputables a ellos -entre los que se destacan el notorio y desenfrenado 
ritmo devaluatorio de la moneda uruguaya respecto al dólar estadounidense- desequilibraron la ecuación 
económica financiera del marco contractual vigente de la concesión. URAGUA puso este hecho en 
conocimiento del Poder Ejecutivo dos meses antes -es decir que en el mes de junio el Poder Ejecutivo 
conocía esta situación-, para lograr alternativas concretas e instrumentar el contrato de concesión y así 
obtener los ajustes necesarios y satisfactorios para ambas parte. De esta manera se les permitiría cumplir el 
objeto del contrato. 


A los cuatro días, esto motivó una respuesta de parte de la Comisión de Contralor de la Concesión, en la que 
se solicitó información demostrativa del impacto de la variación del tipo de cambio en la situación económica 
y financiera de la empresa. En cumplimiento al punto 6.1.3, se solicitó que la misma estuviera firmada por 
representantes de la empresa, con informe y certificación del auditor contable. 


El 3 de setiembre, URAGUA respondió y justificó el atraso para la variación del tipo de cambio. Asimismo, 
estableció que la facturación de agua en el año 2002 sería inferior a la de 1997; es decir que la demanda 
decreció. La alternativa que planteaba la empresa era detener las obras o pagar el canon. 


El 4 de setiembre, nuestro Directorio visitó esta Comisión y dio a conocer el atraso de la concesionaria en el 
pago del canon y en el cumplimiento del cronograma de obras. 


El 11 de diciembre, la empresa elevó al Directorio, con copia al contador Davrieux, una serie de propuestas 
económicas para mejorar su ecuación financiera. Creo que la Comisión no conoce esta nota, por lo que sería 
muy conveniente darle lectura. 


SEÑOR AMAYA.- La nota dice así: "Maldonado, a 11 de diciembre de 2002.- Señor Presidente de 
OSE, D. Juan Justo Amaro.- Presente.- C.C. Cr. Ariel Davrieux.- Estimado Sr. Amaro: Mediante la 
presente, conforme a las reuniones que representantes de esta empresa han venido manteniendo con 
miembros del Poder Ejecutivo de la República Oriental del Uruguay, me dirijo a usted para solicitar 
que sea considerada por el Directorio de OSE, la posibilidad de modificar determinados hechos y 
algunos aspectos del Contrato de Concesión y Pliego de Condiciones de la Licitación adjudicada a 
Uragua S.A.- El principal aspecto a considerar y solicitud que realiza Uragua S.A., consiste en la 
modificación del actual aval bancario que garantiza el fiel cumplimiento del contrato de concesión. El 
nuevo aval, respecto al que tanto Uragua como el Poder Ejecutivo estarían satisfechos y que 
sometemos a vuestra consideración, consistiría en que el avalista quedará liberado de su obligación 
entregando: bien a) US$ 20:000.000.- ó b) Títulos de Deuda Pública de la República Oriental del 
Uruguay, en dólares americanos por US$ 20:000.000.- Valor Nominal, cuyo vencimiento no sea 
superior a cinco años contados a partir de la fecha en que se haya presentado el reclamo de pago por 
parte del beneficiario.- La modificación del aval bancario a la que hace referencia el párrafo anterior 
(sustitución de un aval por otro) se llevará a cabo en el momento en el que Uragua se haya puesto al 
corriente de pago con OSE respecto a las cuotas del canon de arrendamiento. A tal efecto, Uragua 
acudiría junto a su avalista al domicilio de OSE, procediendo a la sustitución de los avales y a la 
entrega de la suma que en ese momento adeudase a OSE por concepto de las cuotas del canon de 
arrendamiento ya vencidas. Por parte de Uragua, se estaría en disposición de efectuar dicha operación 
en la semana del día 10 de diciembre.- A su vez, solicitamos también que se realice por parte de OSE, 
en el plazo más breve de tiempo posible para su aplicación a partir del primero de enero próximo, la 
modificación del Contrato de Concesión, en lo referente a los siguientes puntos: Retraso de las obras 
según nuevo cronograma presentado por los Servicios Técnicos de Uragua S.A.- Modificación de la 
Tasa Regulatoria, del 2% al 0,2%.- Modificación del cálculo de Actualización Tarifaria.- para 
cualquier actualización extraordinaria y las ordinarias a efectuar a partir del sexto año de la 
concesión: Sustitución de la metodología que plantea el pliego de condiciones por la consistente en 
analizar la variación habida en los índices de los diferentes rubros de la estructura de costes, desde el 
año 2001 hasta el del momento de la comparación. La suma de los productos entre los índices de 
variación y los pesos porcentuales de cada rubro en la estructura, determinan el incremento en el 
índice de costes que debe trasladarse a tarifas, una vez descontados todos los incrementos de coste que 
ya se habían trasladado a tarifas, como consecuencia de las actualizaciones habidas hasta la fecha (una 
vez descontadas las actualizaciones de "tarifas antes de ser reducidas por el factor deficiencia').- Para 
las actualizaciones ordinarias a efectuar durante los años 3” a 5” de la concesión, aplicar el mismo 
procedimiento concretado en el pliego, pero definiendo la eficiencia como el 5% de la tasa de inflación 
habida en el semestre inmediatamente anterior al de vigencia de la actualización. Las cuotas de los 
cánones de arrendamiento de los años 2003 y 2004, pueden ser pagadas con bonos uruguayos en 
dólares por su valor nominal. El vencimiento de los bonos deberá ser como promedio, de un máximo de 
seis meses posterior al vencimiento de la cuota del canon.- Con objeto de que por parte de OSE se 
pueda agilizar su análisis y la realización de las pertinentes modificaciones en el Contrato de 
Concesión, aportamos como anexo a este documento una propuesta de acuerdo que goza con la 
aceptación de Uragua, para que pueda ser estudiada por OSE y suscrito, en su caso, por ambas partes. 
Por nuestra parte, no tenemos inconvenientes en que se propongan y realicen modificaciones a la 
misma, toda vez que éstas no supongan alteraciones significativas del contenido de las solicitudes que 
está realizando Uragua y esta carta resume.- No obstante lo solicitado por Uragua en los párrafos 
anteriores y sometido a su consideración, la aplicación de las modificaciones derivadas de dicho 
petitorio no es suficiente para dotar a Uragua de una rentabilidad económico-financiera que asegure 
su proyecto en el largo plazo, por lo que estimamos necesario un compromiso mutuo para continuar 
analizando posibles soluciones que pudieran asegurar la viabilidad de la concesión. 


Deseando que los puntos aquí expuestos y solicitados por Uragua gocen de su aceptación, quedamos a su 
entera disposición para cualquier tarea que considere necesaria para su puesta en marcha y ejecución.- 
Esperando oportuna respuesta por su parte, reciba un cordial saludo,- Unai Lerma Mentxaca, Director 
General". 


SEÑOR AMARO.- El 20 de diciembre se dictó la R/D N* 1287/02. El Directorio de OSE aprobó tres 
puntos de los cinco que URAGUA había negociado con el Poder Ejecutivo. Voy a pedir que se dé 
lectura a esa resolución. 


SEÑOR AMAYA.- "Montevideo, 20 de diciembre de 2002.- Visto: los planteos formulados por la 
Empresa concesionaria, URAGUA S.A. al Poder Ejecutivo.- Resultando: que como consecuencia del 
proceso de negociación iniciado por la Empresa concesionaria con representantes del Poder Ejecutivo, 
URAGUA S.A., expresa en Nota de fecha 11/XI1/02, la existencia de una conformidad preliminar para 
proceder a modificar parcialmente algunos aspectos del Contrato de Concesión y el Pliego de 
Condiciones de la Licitación Pública Internacional N” 1131.- Considerando: que en el actual contexto 
económico, las modificaciones contractuales planteadas obedecen al interés manifiesto del Gobierno 
Nacional en preservar, desarrollar y favorecer la aplicación de inversiones de capital en las diversas 
áreas de la economía nacional con el objetivo de mantener y generar plazas de empleo.- Atento: a lo 
precedentemente expuesto y a lo dispuesto en el Art. 750 de la Ley_N” 16.736 del 5/1/96.- El Directorio 
de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado; Resuelve:- 1”) Aprobar el Proyecto de 
Contrato que se adjunta y forma parte de la presente resolución.- 2”) Establecer la coordinación 
necesaria con el Poder Ejecutivo, a fin de aprobar un procedimiento, que le permita al Organismo la 
cancelación total o parcial de sus deudas con los bonos considerados a su valor nominal, que la 
Administración reciba de la concesionaria, como forma de pago del Canon.- 3”) Notifíquese por 
Secretaría General a la Empresa URAGUA S.A.- 4”) Cumplido, comuníquese a la Gerencia General y a 
la Comisión de Contralor de Concesiones y oportunamente, remítanse las presentes actuaciones al 
Tribunal de Cuentas de la República y al Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a sus efectos.- Por el Directorio: Juan Justo Amaro, 
Presidente; profesor Alberto Heber Martínez Tejera, Secretario General". 


SEÑOR AMARO.- Vamos a dar lectura al acuerdo a que se llegó después de la resolución dictada. 


SEÑOR AMAYA.- "Acuerdo.- En la ciudad de Montevideo, a los veintitrés días del mes de diciembre 
de 2002 por una parte el Sr. Juan Justo Amaro y el Ing. Arturo Castagnino, en sus calidades de 
Presidente del Directorio y Gerente General respectivamente, en nombre y representación de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado, en adelante OSE, con domicilio en la calle Carlos 
Roxlo 1275 de Montevideo; por otra parte el Ing. Juan Luis Mozo Bicandi y el Sr. Héctor Gajardo 
Gaete en sus respectivas calidades de Director Técnico y Director Económico Financiero 
respectivamente, en nombre y representación de URAGUA S.A., en adelante el Concesionario, 
constituyendo domicilio en la calle Juncal 1305 piso 21 de la ciudad de Montevideo, convienen lo 
siguiente:- Primero: antecedentes.- Con fecha 20/11/00 por R/D 221/00 OSE adjudicó la LPI 1131 al 
Consorcio Aguas de Bilbao Bizkaia, Iberdrola Energía S.A., y Kartera 1. Con fecha 4/VII/00 se 
suscribió el contrato de concesión de obra pública. Con fecha 30/VI1M1/00 los adjudicatarios 
constituyeron la sociedad URAGUA S.A. y con fecha 27/X1/00 URAGUA S.A. ratificó su calidad de 
Concesionario.- Segundo: Fundamento.- Con base en el interés manifestado por el gobierno nacional 
en cuanto a la continuidad de la prestación de los servicios públicos por el modo concesión, en el 
resultado de la negociación llevada a cabo por el Poder Ejecutivo con el concesionario, y en la 
obligación de colaboración establecida en el respectivo contrato, las partes acuerdan modificar 
parcialmente el contrato de concesión firmado el 4/VIM/00 según se dirá:- Tercero: Sustitución de la 
Garantía de fiel cumplimiento del contrato.- Se sustituye la actual Garantía de fiel cumplimiento del 
contrato establecida mediante fianza bancaria otorgada por el Banco ABN AMRO BANK NV de fecha 
31 de julio de 2000, por una nueva fianza bancaria otorgada por la misma institución, de fecha 
23/12/02 en la cual el fiador se obliga a entregar a OSE a opción del Concesionario: a) Títulos de Deuda 
Pública de la República Oriental del Uruguay en dólares americanos por un valor nominal de 
US$ 20:000.000 cuyo vencimiento no podrá ser superior a cinco años contados a partir de la fecha en 
que se haya presentado el reclamo de pago por parte del beneficiario, o b) US$ 20:000.000 en efectivo, 
la cual OSE recibe en propiedad.- Se deja sin efecto el régimen establecido en el Pliego de Condiciones 


respecto a la Garantía de fiel cumplimiento del contrato exclusivamente en lo que se oponga a esta 
cláusula.- Cuarto: Modificación de la Tasa regulatoria.- Las partes acuerdan en reducir el monto de la 
tasa regulatoria establecida en el art. 6.1.1 del Pliego de Condiciones, llevándose del 2% al 0,2% de la 
facturación del concesionario. Se establece que dicha reducción operará a partir del 20 de diciembre de 
2002, y no constituirá una de las circunstancias contempladas en el art. 3.3.4.4 del Pliego de 
Condiciones.- Quinto: Canon.- Las partes acuerdan que las (24) veinticuatro cuotas mensuales del 
canon correspondientes a los años 2003 y 2004 exclusivamente, podrán ser abonadas mediante la 
entrega a OSE de Títulos de Deuda Pública de la República Oriental del Uruguay en dólares los que se 
aceptarán por su valor nominal, cuyo vencimiento no podrá ser superior a seis meses de la fecha de 
pago de la cuota mensual del canon que se abone.- Sexto: Condición resolutoria.- a) Se establece que la 
validez del presente acuerdo queda sujeta a la siguiente condición resolutoria: El Poder Ejecutivo 
deberá emitir un acto administrativo en el cual garantice y/o autorice a OSE el uso de los Títulos de 
Deuda Pública que se refieren en el texto del presente documento a su valor nominal para el pago de 
cualquier tipo de obligación tributaria, deuda con la banca pública o privada u obligaciones 
internacionales del Organismo.- b) En este estado se establece que la validez de las cláusulas cuarta y 
quinta del presente acuerdo quedan sujetas a la siguiente condición resolutoria: URAGUA S.A. deberá 
ratificar por escrito dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha de hoy, lo actuado en el 
presente documento por sus representantes, debido a la existencia de una cláusula de limitación 
económica de carácter general establecida en la cláusula primera de la escritura de apoderamiento y 
revocación de poderes otorgada en Bilbao el día 18/1X/02 ante el notario José Antonio Isusi por José 
Ignacio Llaguno en representación de URAGUA S.A. a favor de Unai Lerma Mentxaca, Juan Luis 
Mozo Bicandi y Héctor René Gajardo Gaete.- En señal de conformidad se labran tres ejemplares de 
igual tenor, en el lugar y fecha indicados ut supra". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les solicitamos que entreguen a la Comisión copia de la nota, la resolución 
y el acuerdo a que se dio lectura para repartir entre los miembros. 


SEÑOR AMARO.- No solo entregaremos eso sino también los recibos de pago y los documentos 
entregados al Tribunal de Cuentas y a otras instituciones. 


Voy a hacer referencia a los cambios aprobados en el contrato de concesión a URAGUA. En el contrato de 
largo plazo la flexibilidad está presente porque el tiempo afecta las condiciones, y las previsiones a treinta 
años son difíciles. Esto lo afirma un jurista reconocido; no lo vamos a detallar nosotros, que no somos 
abogados. En todo caso, si la Comisión lo requiere, los técnicos que nos acompañan abundarán en esos 
detalles; está presente el Presidente de la concesión, el doctor Gianola. 


En cuanto a si estamos en conocimiento de modificaciones a contratos de concesión otorgados por el Estado, 
efectivamente es así. Ejemplos de ello son Gaseba, Aeropuerto de Laguna del Sauce, Ruta N* 1, Ruta 
Interbalnearia. Estos últimos han ido a control de legalidad del Tribunal de Cuentas, como ocurrió con la 
modificación parcial del contrato de concesión con URAGUA; por lo tanto, están en el Tribunal de Cuentas. 


OSE y URAGUA han modificado parcialmente el contrato de concesión en dos ocasiones, previas al motivo 
de esta visita a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. La primera, cuando URAGUA 
solicitó autorización para adelantar la obra de construcción de una troncal nueva en Piriápolis, postergándose 
inversiones menores en saneamiento. La segunda, cuando se sustituyeron obras de la Licitación N* 1008, por 
la que OSE debía entregar a URAGUA obras de redes en Piriápolis y suministro. En estas ocasiones no hubo 
repercusiones ni consecuencias, dado que el organismo está jurídicamente habilitado para realizar de común 
acuerdo con la concesionaria las modificaciones al contrato que estime convenientes. 


Los últimos cambios parciales introducidos en el contrato suscrito el 4 de agosto de 2000 y al pliego de 
condiciones de la Licitación Pública Internacional N* 1131 fueron los siguientes. En primer lugar, garantía de 
fiel cumplimiento del contrato. La documentación contractual suscrita por OSE y URAGUA establecía que el 
adjudicatario debía constituir una garantía de fiel cumplimiento del contrato por el mecanismo establecido en 
el artículo 2.4.2, el cual exigía una garantía inicial de US$ 20:000.000, equivalente a un año de facturación en 
el área concesionada. 


Debe tenerse presente que el monto de la garantía de US$ 20:000.000 no era fijo, sino que el artículo de 
referencia establecía que los valores de la garantía se deberían actualizar cada cinco años, según la variación 


aprobada en la facturación del concesionario medida en dólares. En este caso, puede decirse que el 
mecanismo elegido consistió en adelantar dicha actualización debido a la fuerte disminución de la facturación 
en dólares del concesionario. Esta cláusula fue modificada por el artículo tercero del acuerdo del 23 de 
diciembre de 2002, donde se estableció una nueva garantía, similar a la anterior, modificándose la forma de 
pago a OSE con la introducción de una opción de pago con títulos de deuda pública uruguaya con un valor 
nominal de US$ 20:000.000, cuyo vencimiento no puede ser superior a cinco años desde la ejecución de la 
garantía. 


También es cierto que cuando fue concebido el pliego se permitían varias modalidades de constitución de 
garantía a favor de la Administración. Por ejemplo, el artículo 2.4.3 establece que las garantías pueden 
constituirse a favor de OSE en cualquiera de las formas que detalla: depósitos en dólares a la orden de la 
Administración en el Banco de la República Oriental del Uruguay; depósitos de títulos de deuda pública 
nacional o hipotecarios en el Banco de la República Oriental del Uruguay y a la orden de la Administración - 
la Administración podrá requerir el aumento del depósito cuando verifique que el valor de los títulos 
entregados en caución no cubre la suma garantizada-; fianza o aval bancario, y póliza de seguro de fianza. 


El monto de la tasa regulatoria establecido en el artículo 6.1.1 del pliego de condiciones se redujo del 2% al 
0,2% de la facturación del concesionario. Esta modificación está contemplada en el artículo 17 de la ley de 
creación de la URSEA. 


Con respecto a la modificación en la forma de pago del canon correspondiente a los años 2003 y 2004, se 
acordó que las veinticuatro cuotas mensuales podrán ser abonadas en títulos de deuda pública en dólares de la 
República Oriental del Uruguay, los que se aceptarán por su valor nominal con vencimiento a seis meses de 
la fecha de pago de la cuota del canon. Ante la situación financiera que atraviesa URAGUA, OSE en 
ejercicio de su poder de dirección del contrato, le otorgó un plazo de gracia de seis meses para el pago de las 
cuotas del canon por los años 2003 y 2004. Agregamos que el tratamiento a URAGUA no es privilegiado ya 
que a través de disposiciones del Banco Central a todas las personas físicas y jurídicas con endeudamiento en 
dólares se les facilitó un sistema que permite la utilización de bonos. 


Otro aspecto de fundamental importancia es la condición resolutoria. La validez del acuerdo quedó sujeta a 
una condición resolutoria mediante la cual el Poder Ejecutivo debe emitir un acto administrativo que 
garantice y/o autorice a OSE el uso de los títulos de deuda pública a su valor nominal para el pago de 
cualquier tipo de obligación tributaria, deuda con la banca pública o privada u obligaciones internacionales. 
De esta forma se estableció un mecanismo de seguridad para OSE similar al establecido en el artículo 5” de la 
Ley N” 16.211 que prohibe desarrollar actividades cuyos ingresos directos no sean suficientes para cubrir los 
gastos y amortizaciones que aquellas ocasionen, salvo que por resolución fundada del Directorio del 
organismo y con aprobación del Poder Ejecutivo, se considere que existen motivos suficientes para justificar 
dicho evento y que las finanzas del organismo no se vean afectados gravemente por ser superavitario o por 
recibir un subsidio a dicho efecto. 


Razones para la modificación parcial del contrato. Dada la naturaleza del contrato de concesión en tanto su 
esencia está constituida por un acuerdo de partes, si ambas expresan la voluntad de modificarlo parcialmente, 
atendiendo a causas de fuerza mayor o hechos externos no imputables a las partes, es admitido que algunas 
de sus condiciones puedan ser cambiadas. En tal sentido el pliego indica en el punto 3.5.1, Facultades a la 
Administración, que sin perjuicio de los derechos y obligaciones del concesionario y además de lo 
establecido en la normativa vigente la Administración estará facultada especialmente a suscribir el contrato 
de concesión y sus modificaciones o dar por finalizada la concesión, según las causales estipuladas en el 
artículo 6.2. En el punto 6.2.1.3.3 se dice que cualquiera de las partes podrá ofrecer una renegociación del 
contrato, en la que ambas partes asuman equitativamente las consecuencias del caso fortuito o fuerza mayor. 


URAGUA ha demostrado que su facturación viene decreciendo fuertemente; en comparación con años 
anteriores, el volumen de agua facturada en el 2001 totalizó 9:000.000 de metros cúbicos. Esta cifra supera 
en un 2% el volumen facturado en 1997 y es 6% inferior al promedio del trienio 1998-2000. 


En los doce meses finalizados en octubre del 2002 el agua facturada totaliza 8:600.000 metros cúbicos, cifra 
que se ubica en un cuarto lugar por debajo del valor del año 2001 y por debajo del promedio del trienio 1998- 
2000. Expresado en dólares, el total facturado por agua y saneamiento del 2001 fue de US$ 17:400.000. Esta 
cifra resulta similar a la facturada por OSE en 1997, pero es 7% inferior al promedio del trienio 1998-2000. 


Para todo el año 2002 el total a facturar en dólares por dicho concepto se estima que alcance a 
US$ 12:700.000, lo cual determinaría una caída de ingresos del 27% respecto al año anterior. 


El canon expresado como porcentaje de la facturación de agua y alcantarillado muestra la siguiente 
evolución: 11,4% en el cuarto trimestre del 2000; 12,9% en el 2001 y 27,9% en el 2002. La asunción 
equitativa de las consecuencias de este contrato indica que por perder la concesionaria también pierde el 
concedente. 


La misma empresa indica que las negociaciones financieras respecto al pago del canon, la tasa regulatoria, 
etcétera no han tenido a este Directorio como interlocutor. Desde junio de este año URAGUA viene tratando 
de mejorar su ecuación financiera con el Poder Ejecutivo, no con OSE. 


Es de público conocimiento que las negociaciones han venido aconteciendo entre URAGUA y el Poder 
Ejecutivo, que nos ha hecho saber su voluntad de modificar el contrato para que la empresa concesionaria 
pueda continuar en el departamento de Maldonado. Las razones que se nos han presentado son de naturaleza 
macroeconómica y de conveniencia nacional. En efecto, se nos ha expresado que en el marco regional y del 
país constituirá una señal negativa el alejamiento de una inversión extranjera, no solo por lo que significa en 
sí misma sino por la imagen externa que se proyectaría como país y la consecuencia que tendría en los 
actuales capitales externos que pretendan afincarse en el Uruguay. 


Deseo puntualizar lo siguiente: OSE, por un poco tiempo más, ejercerá el control sobre la concesionaria, ya 
que con la entrada en vigencia de la Ley_N* 17.598, que creó la URSEA, se le quitará las facultades de 
contralor. Esto quiere decir que se consumará por la ley y sus decretos reglamentarios la traslación de las 
funciones de contralor y supervisión desde OSÉ a este organismo nuevo en la órbita del Poder Ejecutivo. 


Esta evolución en el concepto de contralor confirma la posición que mantuve en el Directorio cuando el tema 
fue tratado. Expresé que el Directorio tiene muy claro que dentro de las funciones de contralor resalta como 
de fundamental importancia la de controlar el correcto funcionamiento de los servicios y la calidad del agua 
potable a fin de preservar el normal abastecimiento del agua y la salud de la población. Pero existen algunos 
aspectos en el contralor como, por ejemplo, los de orden económico financiero superior, que claramente se 
advierte que exceden cada vez más el ámbito de la toma de decisiones de OSE. 


La definición del marco jurídico, económico-financiero, tributario y fiscal para permitir en el país el 
desarrollo y afincamiento del capital extranjero es un asunto que se define siempre a nivel superior del 
Gobierno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa agradecería al señor Amaro que redondeara su exposición. 
(Diálogos) 
SEÑOR AMARO.- Así procederé. 


En cuanto a la definición del marco jurídico, el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina del 
Planeamiento y Presupuesto definen el papel que jugarán las concesiones u otra forma de participación de 
privados en la captación de la inversión extranjera para dinamizar la economía nacional. En definitiva, lograr 
un servicio público en concesión es una decisión que siempre se ha inscrito dentro del marco de las 
estrategias de política económica que son definidas a nivel superior. 


Recordamos a los señores legisladores que, por ejemplo, para el caso de las concesiones en agua y 
saneamiento, la primera de ellas, Agua de la Costa, fue decidida por el Poder Ejecutivo con el voto unánime 
de todos los Partidos Políticos, excepto el Senador Sarthou, que dijo que no votaba porque no conocía el 
proyecto. La concesión de URAGUA se hizo al amparo del artículo 750 de la Ley N* 16.736 que otorga 
facultades a OSE para realizar concesiones en el interior del país previa aprobación del Poder Ejecutivo, de 
manera que tanto en un caso como en otro tuviera una participación decisiva para las concesiones. De modo 
que las concesiones de obra y servicios en aquellas actividades específicas desarrolladas por los entes 
autónomos del dominio comercial e industrial del Estado y por los servicios descentralizados, como en este 
caso, son visualizados como instrumentos para lograr los objetivos de una política económica general que se 
maneja con una visión global del país y de la región desde el máximo centro de autoridad. 


Esto es lo que quería decir en mi primera intervención. 


SEÑOR CASAS.- Sabido es que he tomado una posición distinta al resto de los compañeros del 
Directorio, hecho que también he debido lamentar porque desde que estamos en OSE hemos 
intervenido en casi todas las cuestiones positivas llevadas a cabo por el organismo, generalmente 
también acompañados por el Presidente. 


Como se ha dicho, siempre nos han visto venir juntos y dar la cara; lamentablemente, en este caso tenemos 
puntos de vista distintos. 


Para dar a conocer mi posición, voy a leer el acta extraordinaria de la sesión correspondiente en la que figura 
mi exposición. Allí se establece que no me pude expedir afirmativamente y que solicité que, en forma previa 
a la consideración del proyecto de resolución del Directorio, se recabara información escrita de la Comisión 
Especial "ad hoc" designada por el Directorio para estudiar la Nota de URAGUA del 11 del corriente. Más 
adelante dice: "En defecto de lo señalado se recabe también en forma previa informe escrito de la Comisión 
de Contralor de la Concesión, Gerencia de Financiero-Contable y de la Oficina Jurídica; se remita el proyecto 
de resolución, la modificación del contrato proyectada y los antecedentes al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es a través del cual el Poder Ejecutivo ejerce la tutela 
administrativa de esta Administración (arts. 319, inc. 3 y 197 de la Constitución), a efectos de que se exprese 
la posición del Poder Ejecutivo respecto de las modificaciones propuestas por URAGUAS.A; y al Tribunal 
de Cuentas de la República para su intervención de legalidad, ya que si intervino en forma previa a la 
suscripción del contrato de concesión que fue consecuencia de la licitación internacional convocada, debe 
también intervenir en todo caso de modificación de algún aspecto del contrato.- En caso contrario, por 
considerar que no genera beneficios directos a los usuarios y al organismo y sí solo al concesionario, no 
puedo apoyar la resolución del Directorio, por lo que voto en forma negativa, y me reservo el derecho de 
expresar los fundamentos de mi posición". 


Este fue mi fundamento de voto en la sesión extraordinaria, cuando no compartí la formalidad ni el contenido 
de la propuesta planteada. 


Comparto con el señor Amaro que a veces se modificaron cláusulas puntuales en el contrato, pero hubo un 
beneficio directo a los usuarios, por ejemplo, en el caso de la rotura del troncal de Piriápolis o en las 
modificaciones a la licitación 1008- cuando se actuó rápidamente para solucionar un problema de 
abastecimiento de agua. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Seguramente, tendremos que pedir autorización a la Cámara para sesionar 
en forma paralela. 


SEÑORA BARREIRO.-- Trataré de ser lo más breve posible, aunque adelanto que es difícil. 


Previamente, quiero dejar constancia de que veo que el criterio que aplica en este caso el Poder Ejecutivo es 
disímil con respecto al resto de los deudores en dólares, a quienes también se les cambió la ecuación 
económico-financiero de sus contratos; actúa de otra forma, sin perjuicio de que una reciente ley atienda 
algún caso de deudores, pero no a todos; no a los deudores de la banca privada ni de particulares. O sea que 
esto es bastante curioso. Inclusive, el Gobierno cuando se niega a suspender ejecuciones o a intervenir 
legítimamente en estos casos invoca siempre que se trata de preservar la seguridad jurídica. Entonces, el 
mayor peligro que veo en este caso es la falta total de certeza del cumplimiento final de esta concesión, 
cuando se dice que para dotar a URAGUA de la rentabilidad financiera que necesita, no es suficiente cumplir 
con la concesión y piden un compromiso para continuar modificando. 


Además, una de las razones para haberse otorgado esta concesión fue la realización de determinadas obras 
para las cuales el Estado no tenía recursos; el Presidente dijo reiteradamente en la sesión pasada que el 
cronograma de obras está totalmente atrasado. A su vez, en la carta anterior algo se menciona, pero en el 
contrato no; y mirando el pliego de condiciones de la concesión se advierte que, según el cronograma, 
determinadas obras tenían que estar terminadas a fines del segundo año, que calculo que es en diciembre del 
2002. Se decía en el pliego que el interceptor Península de Punta del Este, el interceptor centro por Bulevar 
Artigas y la Estación de Bombeo de Tacuarembó deberán estar construidas finalizado el año dos de la 


concesión; según tengo entendido, nada de esto se ha terminado. Esto no se menciona para nada y se podría 
haber exigido el cumplimiento de este cronograma de obras o, de lo contrario, rescindir el contrato; con esto 
hubiera bastado. 


Otro aspecto que considero delicado es la falta de certeza en cuanto al cumplimiento. En mi opinión, sería 
mejor analizar si la empresa está en condiciones de cumplir el contrato o si sería conveniente rescindirlo 
porque si esta modificación, que es bastante grande, no alcanzara, vemos la cosa muy difícil. 


Con respecto a la sustitución de la garantía, esto implica una pérdida para la Administración, aspecto que 
figura en el informe jurídico de OSE, que no fue mencionado por el Presidente. El informe señala que hay 
tres modificaciones muy importantes en las que la Administración no percibe nada a cambio y que la 
beneficiaria es la concesionaria; tampoco perciben nada los usuarios. Además, encuentro contradicción con la 
forma en que se decía se deberían constituir las garantías. En un punto del pliego de condiciones, relativo a 
las modalidades de constitución de las garantías, se preveían diversas formas. Una era el depósito de títulos 
de deuda pública nacional hipotecaria en el Banco de la República y a la orden de la Administración, pero no 
veo que acá se plantee de esa manera. Además, el pliego de condiciones decía que los títulos se valorarán por 
su cotización de la bolsa, vigente al décimo día anterior de la apertura de las ofertas o la firma del contrato y 
que la Administración podrá requerir el aumento del depósito cuando verifique que el valor de los títulos 
entregados no cubre. Es decir, en el pliego solo se admitía que la Administración podría pedir un aumento, y 
en este caso se está haciendo exactamente lo contrario y, además, se está tomando el valor nominal; si la 
Administración necesitara hacer efectivo esto, lo haría a valores de mercado que, como sabemos, en este 
momento está muy depreciado. Es obvio que acá hay una modificación bastante importante. 


En cuanto a la reducción de la tasa regulatoria, según la última ley de URSEA que se mencionó, eso fue 
recibido por la URSEA. La pregunta es si la URSEA podrá controlar, si tendrá los medios suficientes como 
para cumplir con sus obligaciones, teniendo en cuenta esta reducción; tal vez, esto pueda contestarlo el señor 
Davrieux. De la condición resolutoria que figura en el contrato se deduce que estas pérdidas que surgen de la 
diferencia en la cotización serán para el Poder Ejecutivo o para la banca pública. 


Otra pregunta concreta que quiero hacer tiene que ver con el atraso en el pago de tres cuotas por parte de 
URAGUA. Quisiera saber cómo se pagó la cuota que debía hacer efectiva el día 10, es decir, si se pagó de 
acuerdo con esta nueva modalidad o no, y si las otras dos, que ya están vencidas, están comprendidas por esta 
modificación, o sea, si se pagarán de acuerdo con esta nueva modalidad. 


También me gustaría saber qué pasa con "Agua de la Costa", ya que hoy nos enteramos a través de la prensa 
que también estaría reclamando las mismas consideraciones. 


Voy a dejar mi intervención por acá, a fin de dar lugar a que los demás compañeros también puedan hacer 
preguntas, aunque me gustaría pedir información acerca de lo que mencioné anteriormente con respecto al 
Tribunal de Cuentas y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, asunto 
planteado también por el Director Casas en su fundamentación. 


SEÑOR SENDIC.- Voy a hacer dos preguntas breves. 


En primer lugar, quisiera saber si hay alguna constancia de comunicación en la que figuren los elementos que 
manejaba el Poder Ejecutivo sobre este asunto. Sabemos que hay una carta de URAGUA, pero no se leyó acá 
ninguna comunicación, nada que haga constar que el Poder Ejecutivo estaba de acuerdo con esa propuesta de 
URAGUA. 


En segundo término, quisiera saber si ha habido un estudio de OSÉE -que fue quien suscribió este nuevo 
acuerdo- relativo al impacto que tendrá en la población el cambio de criterio en las tarifas. 


SEÑOR PÉREZ (don Darío).- Voy a ser muy breve, porque seguramente el tiempo no alcanzará para 
todo; tal vez, tendremos que volver a llamar al Directorio de OSE a esta Comisión. 


En primer lugar, quiero dejar constancia de la preocupación de esta Comisión por este asunto; creo que hablo 
en nombre de todos los compañeros de la Comisión y por algún otro que ha seguido de cerca este tema. Me 
congratulo con la actitud de la señora Presidenta, quien siempre ha estado dispuesta a citar a esta Comisión. 


El lunes 22, la compañera Diputada Barreiro ya había planteado la posibilidad de que el Directorio de OSE 
concurriera a la Comisión; lo mismo planteó el compañero Diputado Rossi el martes 23. 


Lamentablemente, Maldonado ha sido un laboratorio para estas concesiones que tienen que ver con algo tan 
vital como el agua. 


Con respecto a la primera concesión, que fue una de las peores que se han hecho por parte del Estado 
uruguayo, quiero aclarar al señor Presidente de OSE que sí fue votada por todos los partidos, pero se votó la 
concesión, no lo que venía después. Se votó la concesión, pero no la forma en que se iba a hacer, y en un 
contexto especial, ya que los vecinos de La Barra, Manantiales, etcétera, reclamaban estos servicios, porque 
figuraban en el lugar 70, lo que implicaba que tendrían agua y saneamiento para el año 2030. 


Cuando se hizo la segunda concesión, ya estábamos avisados de los desastres de la primera, y todo el pueblo 
de Maldonado luchó denodadamente -y no solo quienes pertenecemos al Frente Amplio, ya que en esta lucha 
también había ciudadanos colorados y blancos- para que se modificara el primer pliego de condiciones. De 
allí surgió algo menos molesto para la población con respecto a lo que fue la primera concesión. 


Quiero dejar constancia de que la última vez que ustedes vinieron a esta Comisión, sobre todo el señor 
Presidente de OSE y el Director Casas mostraron una molestia importante -por lo menos, yo lo interpreté así- 
con el Poder Ejecutivo porque, de alguna manera, estaba prescindiendo del órgano, para nosotros natural, que 
tiene que ver con el agua y el saneamiento en nuestro país, que es OSE; en ese sentido, nosotros les dábamos 
nuestro total apoyo. Pero el Poder Ejecutivo no mostraba la cabeza. En realidad, nosotros nos enteramos de 
que se estaba negociando con URAGUA por la carta de esta empresa, pero no por el propio Poder Ejecutivo. 


Posteriormente, sucedió todo lo que conocemos. El Director Casas sostuvo que el tema de URAGUA ha sido 
tratado en forma totalmente irregular. Supongo que se referiría, más que nada, a este aspecto y no a otro. 


La cuestión es que el nuevo escenario en nada favorece a OSE; por más que se encuentren diez bibliotecas 
para explicar lo que se ha hecho, en nada favorece a OSE y creo que en nada va a favorecer al pueblo de 
Maldonado ni al Estado uruguayo. Tampoco favorecerá el cronograma de obras que se había establecido, y 
sienta un precedente, como es el tratamiento diferente a una empresa con respecto a otra, si bien es cierto, 
como dice el señor Presidente, que ha habido algunos molestos cambios en lo que tiene que ver con las 
concesiones, como, por ejemplo, la de la Ruta Interbalnearia. Es cierto que se han cambiado, no sé si en 
forma tan gruesa como se cambian las condiciones del pliego de licitación de esta concesión. 


La pregunta que uno se hace es por qué se le tira un lazo a esta empresa que no puede cumplir, si estamos en 
el libre mercado, si el rey es el mercado y si aquí, en Uruguay, el que está endeudado, que se funda; me llama 
profundamente la atención, porque esta empresa ha demostrado cumplir muy mal con su función como 
concesionario de los servicios de agua y saneamiento en Maldonado. La verdad es que ha manejado muy mal 
el servicio en ese departamento, con múltiples errores, con problemas en lo que tiene que ver con el agua 
misma, etcétera. Entonces, cuando se habla de salvaguardar la inversión y de no dar el mal ejemplo, yo me 
pregunto de qué mal ejemplo estamos hablando si aquí primero se está recaudando para después invertir, 
como ha sido clásico en todas las concesiones realizadas durante todos estos Gobiernos en nuestro país. 
Primero se les ha dado la "papa", la posibilidad de recaudar y, después, la de realizar obras. En realidad, a 
nadie se le exigió primero realizar las obras -si es que el Estado uruguayo no podía- y, después, comenzar a 
recaudar. 


Por lo tanto, más que preocuparme por tirarle algún palo al señor Presidente de OSE porque votó eso, en 
realidad, detrás de todo este asunto lo que veo es la necesidad de salvaguardar este buque insignia de las 
concesiones. Yo pienso que el Poder Ejecutivo sigue interesado en hacer más concesiones, en vender más 
empresas públicas, en privatizar más, etcétera; entonces, de alguna manera, tendríamos que tratar de que esto 
no se disfrace como se disfraza. Se le está tirando una cuerda a URAGUA a pesar de que ha manejado muy 
mal los servicios de agua y saneamiento en el departamento de Maldonado. 


Me interesa, sobre todo, que las autoridades de OSE nos digan si existe algún informe jurídico elaborado por 
parte del Departamento Jurídico de OSE, si hay algo escrito; si fuera así, me gustaría saber si tenemos 
posibilidades de acceder a él. 


También quisiera tener la opinión sincera, sobre todo del Presidente de OSE, con respecto a si los cambios 
realizados benefician a OSE y a sus usuarios. 


Asimismo, quisiera que se me aclarara algo, si fuera posible, de inmediato. Si entendí bien, el Directorio, a 
través de quienes votaron la posibilidad de acceder a estos cambios, o por lo menos, en la figura del señor 
Presidente, planteó que todo esto se podría admitir en el caso de que el Ejecutivo aceptara que la forma de 
pago de URAGUA fuera prácticamente contante y sonante. Reitero que si yo entendí bien, su voto estaría 
sujeto a esa posibilidad. 


SEÑOR AMARO.- Tengo cierta experiencia en este tema, pero es imposible trabajar de esta manera. 
La señora Diputada planteó una serie de interrogantes, el señor Diputado Pérez, con todo derecho, me 
formuló una pregunta bien a fondo y el señor Diputado Pérez Morad, erudito en este tema, 
seguramente planteará otras tantas, pero me parece que temas tan importantes no se pueden tratar 
con tanta velocidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con el mayor de los respetos, digo al señor Presidente de OSE que siempre 
nos manejamos así en las Comisiones Parlamentarias. Hacer una ronda de preguntas en forma 
ordenada y que los visitantes vayan anotando para después responder es la forma que hemos 
encontrado, por lo menos en esta Comisión, para seguir adelante con este tema, que es muy delicado y 
sobre el que el señor Amaro ha leído extensamente. 


SEÑOR AMARO.- Yo no tengo apuro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros tenemos apuro, entre otras cosas, en conocer efectivamente qué 
pasó y no es solo con el Directorio de OSE que tenemos que analizar este tema porque hubo aspectos de 
la negociación que pasaron por otro lado, según el propio Presidente de OSE nos ha contado hoy. 


SEÑORA RONDÁN.- Tengo una preocupación desde el punto de vista político y agradezco que me 
permitan hacer uso de la palabra en una Comisión a la que no pertenezco. 


Con toda seriedad y justamente se han formulado al señor Director Amaro una cantidad de preguntas, pero 
quiero saber si las va a poder contestar porque está Davrieux afuera y hay una sesión de Cámara. 


Yo quiero que Amaro conteste; me importa mucho que conteste Davrieux, pero no quiero que Amaro se vaya 
de acá sin contestar; tiene derecho a hacerlo. 


Pido disculpas por el atrevimiento, pero no quiero que Amaro se vaya con un pie en un estribo y el otro 
afuera porque se puede caer del caballo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La dinámica de trabajo de esta Comisión es la que hemos anunciado y nos 
hemos manejado con ella durante mucho tiempo. Jamás se fue ningún visitante de este ámbito sin 
haber contestado por completo porque, entre otras cosas, siempre fue voluntad de los miembros de esta 
Comisión invitar con muchísimo respeto al Directorio de OSE, que en ese sentido tiene vasta 
experiencia ya que por este tema, lamentablemente, ha tenido que comparecer más de una vez. 


Tiene la palabra el señor Diputado Pérez Morad. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Además de las consideraciones de constitucionalidad y de oportunidad, y 
de que las modificaciones de este contrato no hayan pasado por los ámbitos que requiere la adecuada 
formalidad para tomar ese tipo de decisiones, me preocupa la calidad del servicio que brinda esta 
empresa al departamento de Maldonado. Si se va a extender la concesión, si el contrato lo permite y si 
ya se le han hecho modificaciones me preocupa en función de la calidad del servicio que da esta 
empresa a los vecinos de dicho departamento. De esto depende que siga siendo depositaria de una 
confianza que amerite modificar o extender el plano de concesión. 


Es por todos conocido que en enero de 2001 Piriápolis quedó sin agua en un momento clave. Tanto es así que 
ello tuvo repercusiones negativas para el turismo porque se cancelaron muchas reservaciones. Todos sabemos 
que la Comisión de contralor intervino y sancionó a la empresa porque no actuó de acuerdo con las normas 
del contrato de concesión. 


Al mes siguiente esta empresa sobrefacturó en el costo del servicio de agua potable y saneamiento a muchos 
vecinos del departamento, quienes realizaron numerosísimas denuncias. La Comisión de contralor constató 
que hubo una irregularidad e hizo un apercibimiento. 


Asimismo, desde diciembre del año pasado hasta prácticamente abril del corriente, se produjo un aumento 
importantísimo de las pruebas positivas con coliformes totales y fecales en distintas muestras obtenidas por el 
laboratorio de OSE. Esto hizo que dicho laboratorio declarara en su momento emergencia sanitaria en el 
sistema de Laguna del Sauce. Esta situación se prolongó por varias semanas y se determinó que para 
defender la salubridad de la población no se debía consumir el agua de URAGUA sin hervirla previamente, 
lo cual fue avalado por las autoridades del Ministerio de Salud Pública en el departamento de Maldonado. 


Posteriormente, el 8 de agosto, hicimos un pedido de informes al Directorio, y recibimos la respuesta en el 
mes de noviembre. Lógicamente, ello motivó la comparecencia del Directorio de OSE a esta Comisión, 
donde se explicó claramente que había problemas con la potabilidad del agua en distintos puntos del 
departamento de Maldonado debido a la presencia de una bacteria inaceptable para el consumo humano, que 
es la pseudomona euruginosa. 


A eso debemos sumar las características organolépticas que tiene el agua en este momento y que viene 
arrastrando hace muchos meses. Muchos vecinos se quejan de que no la pueden consumir por el alto 
contenido de cloro y de que tiene olor y está turbia, lo cual hace que quede descartada como agua sin olor, sin 
color y sin sabor, según las definiciones de potabilidad. 


Posteriormente, sucede que esta empresa no paga el canon; se atrasa casi hasta el límite de tres meses. Con la 
devaluación, todos los uruguayos se han endeudado y están viendo cómo salir de esa situación. 


Asimismo, esta empresa violentó el contrato de concesión al no cumplir con las tres obras que allí se 
establecían: el interceptor de Bulevar Artigas, la estación de bombeo Tacuarembó y la estación de Punta de 
Salinas, en Punta del Este. 


También, en pleno enero, el 9, establece, con la autorización de la Intendencia, la creación de un by-pass o 
aliviadero para verter el agua del saneamiento al espejo de aguas del puerto de Maldonado. Esto provocó un 
impacto negativo en la salubridad -porque hay playas cercanas-, al medio ambiente y al turismo. Había que 
estar ahí y ver el agua del saneamiento en las calles, llevada por los peatones y los vehículos varias cuadras 
hacia delante. ¿Cuál fue la solución? No fue la limpieza del sistema de saneamiento de la red sino la creación 
de ese aliviadero, que se dijo que se iba a usar solamente para situaciones extremas, y no fue así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito al señor Diputado que se ajuste al motivo de esta convocatoria. 
Durante todo este año hemos seguido este tema -el señor Diputado ha participado en esta Comisión-, y 
el motivo de la convocatoria del Directorio de OSE es puntual sobre este asunto. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Mi intención es la siguiente. 


Por encima de las connotaciones legales, jurídicas y demás, pregunto al Directorio de OSE -me gustaría la 
opinión de cada uno de sus integrantes- si con estos antecedentes se justifica brindar la confianza a esta 
empresa para hacer estas modificaciones y que mantenga la concesión durante treinta o cuarenta años, 
teniendo en cuenta todos estos acontecimientos demostrados y comprobados que siguen dando problemas 
con respecto al agua potable de Maldonado, tal como lo demuestran los informes de octubre, noviembre y 
diciembre. 


SEÑOR ROSSI.- La verdad es que no sé cómo abordar un tema tan amplio e importante, que tiene 
una trascendencia que va más allá de esta renegociación -de alguna manera, estamos viendo el rumbo 
que llevamos-, en el tiempo tan reducido que tenemos. Me voy a referir a una serie de valoraciones y 
preguntas que espero tener la oportunidad de abordar a nivel parlamentario. 


Voy a hacer preguntas muy concretas. 
Primero: ¿dónde estaba ubicado el depósito de garantía? ¿En qué papeles o moneda? ¿En qué situación? 


Segundo: ¿por qué no se esperó el vencimiento del período de cinco años que autorizaba la propia licitación, 
más allá de los motivos que habilitaban la revisión de estos cinco años? ¿Por qué tanta urgencia si, en 
definitiva, era un depósito de garantía? Entendimos la explicación que se nos dio en cuanto a la relación entre 
la recaudación y el monto. 


Tercero: nos gustaría que el Directorio nos enviara los trabajos de monitoreo y las planillas que se realizaron 
por parte de OSE en el control de la calidad del agua durante los últimos tres meses. Tenemos elementos que 
nos plantean muchas dudas con respecto a la calidad de los controles que se están realizando y los 
monitoreos. Creemos que hay omisión en este trabajo por parte de OSE. De la misma forma que en 
determinado momento defendimos la actuación de OSE, ahora queremos la documentación que nos 
demuestre que estamos equivocados. 


Cuarto: ¿cuánto paga OSE por concepto de amortización e intereses por la Licitación N” 1008? ¿Cuánto le 
corresponde pagar este año y el año próximo y cuál es la proyección de la amortización y de los intereses? De 
ahora en adelante, ¿esas amortizaciones van a manejarse en títulos de deuda pública de la República Oriental 
del Uruguay o en dólares? 


Quinto: ¿por qué no se aceptó la consulta al Tribunal de Cuentas como solicitaba el Director Casas? ¿Por qué 
no se comunicó a la Comisión parlamentaria previamente? ¿Por qué no contamos con la opinión del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en virtud de que, hasta que entre en 
funcionamiento la URSEA, sigue siendo el organismo responsable de la rectoría de la actividad de OSE? 


Por último, ¿cuál es la inversión extranjera -a la que acá se aludió como un argumento fundamental- que 
efectivamente se ha hecho? Tengo entendido que si bien en el acta de acuerdo que, de algún modo, modifica 
las condiciones establecidas originalmente no se aborda ninguna modificación al cronograma de obras, en 
realidad, está afectado en los hechos. No se está cumpliendo, entonces, no es necesario acordar la 
modificación de algo que ya no se está cumpliendo. Por lo tanto, ¿de qué inversión extranjera se está 
hablando cuando no hay ninguna inversión porque no se están realizando obras, de acuerdo con los 
compromisos ya establecidos en el contrato de licitación original? 


SEÑOR RIVERÓS.- Suscribo lo que acaba de decir el señor Diputado Rossi. 


Quiero señalar solamente dos aspectos de este nuevo contrato, aparentemente llevado adelante más por el 
Poder Ejecutivo que por el Directorio de OSE. 


Se ha dicho que no ha habido modificaciones importantes en el contrato con la empresa URAGUA, pero voy 
a señalar solamente dos. 


La primera modificación del contrato es que queda al libre juicio de la empresa URAGUA si mantiene el aval 
bancario en US$ 20:000.000 contantes y sonantes o si lo convierte al equivalente en bonos del Tesoro 
uruguayo, cuyo valor -como es sabido- es, con suerte, del 60% de su valor nominal. Quiere decir que ahí se 
pierde un 40% real del depósito bancario que la empresa debería sostener como garantía de su actividad. 


El otro aspecto que quería señalar, que también implica una modificación importante en las bases anteriores 
de la contratación, es que se reduce la tasa regulatoria -según lo acaba de decir el Director de OSE- del 2% al 
0,2%. Quiere decir que la tasa regulatoria se divide entre diez. 


Quería señalar solo estos dos hechos para demostrar que se han producido modificaciones. 
En cuanto al argumento de la necesidad de mantener la imagen del país para las inversiones extranjeras, si las 


que van a venir al Uruguay lo hacen de la forma en que se desarrolló la inversión de URAGUA, sería 
preferible que no vinieran. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Muy brevemente, porque tengo la misma intención que la señora 
Diputada Rondán, es decir, que el Presidente Amaro conteste. Lo que pasa es que hay preguntas y 
posicionamientos políticos que ya conocemos de larga data y que a cada citación del Directorio de OSE 
nos los vuelven a reiterar. 


El señor Diputado Pérez Morad hizo el cuento de los eventos. Aunque son importantes, basta repasar las 
versiones taquigráficas de esta Comisión para descubrir que están prolijamente destacados. Hoy, una vez 
más, nos lo ha hecho saber. En aras de ahorrar tiempo, quisiera referir a algunas anotaciones clave. En la 
OSE hay antecedentes de modificaciones de contratos por consentimiento de parte. En tal sentido, este 
mismo contrato y algunos otros tienen antecedentes; ello no solo ocurre en el Gobierno Central, sino también 
en los Gobiernos Departamentales. La propia empresa Autoparque ha modificado el contrato con la 
Intendencia Municipal de Montevideo, por lo cual me parece que si hay argumentos que valen en una 
dirección, también valen en la otra. Pero en la otra, no los hemos escuchado. 


Jurídicamente, el tema está habilitado; hay pronunciamientos y definiciones muy claras a ese respecto. Pero 
además esta modificación es "ad referendum"; se le ha comunicado como corresponde al Tribunal de Cuentas 
y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Alguien también pedía que se le 
comunicara a la Comisión del Parlamento y hoy está la comunicación de hecho: la presencia del Directorio 
así lo confirma. 


Con respecto a las garantías, hasta ahora existía un aval bancario, pero teniendo en cuenta las eventuales 
garantías que ofrece con respecto a la constitución real de los fondos o de los títulos de deuda pública, 
prefiero tener la plata o los títulos y no el aval bancario. Esto será discutible, pero yo estoy mucho más 
seguro si tengo el dinero o los títulos que respaldan esos US$ 20:000.000. En definitiva, no es una situación 
de la gravedad que se quiere imponer. Además, me parece bien que en el contrato OSE exija la garantía -en 
cuanto al debido acto administrativo; creo que así dice- que deberá tener el Poder Ejecutivo, respaldando el 
valor nominal de esos títulos de deuda pública. Si así lo hace el Poder Ejecutivo, la variación del contrato 
quedará firme y la OSE no se verá perjudicada en su respaldo; es más, creo que se verá beneficiada. 


En cuanto a la representación que se exigía de quienes firmaron, hay un lapso de treinta días bien 
determinado, en el que deberá confirmarse; si así no ocurriera, esa representación no será tal y estas 
modificaciones no podrán llevarse a cabo. 


Por lo tanto, hay una serie de elementos que van cerrando en aras de buscar una solución a esta situación, 
habiéndose actuado con la transparencia y cristalinidad con que lo ha hecho la OSE a lo largo de todo este 
tiempo. La publicación de los informes sobre la calidad del agua y su seguimiento me siguen dando la misma 
tranquilidad de siempre porque, mal que les pese a muchos, la actitud del Directorio ha sido de valentía y ha 
estado ajustada a derecho, haciendo saber a la población, cuando debía, las situaciones que implicaban un 
riesgo. En ese plano, sigo extendiendo una carta de confianza al Directorio porque creo que ha dado muestras 
más que suficientes en este sentido; si en algún momento no fuera así, podríamos abrir esta discusión. 


Por otra parte, hablar de la constitucionalidad de esta cuestión, me parece que escapa a toda dimensión; son 
de esas expresiones casi subjetivas que después quedan en el aire y contribuyen a formar un ambiente como 
de que acá hay algo grave. En definitiva, lo que se trasmitió a la opinión pública por parte de la prensa, en el 
sentido de que se cambiaba el plazo y el canon, no es correcto. Ni el plazo ni el canon se cambian; y lo que se 
modifica de la tasa de regulación esta implícito en una ley votada por este Parlamento. Entonces, a medida 
que escuchamos la explicación del señor Presidente del Directorio de la OSE, advertimos que lo que aparenta 
ser tan grave no tiene ni la gravedad ni la trascendencia que se le quiere dar, básicamente sustentadas en 
posiciones adoptadas de antemano. ¿Que hay fuerzas políticas que están en contra de la concesión? ¡Sí! ¿Que 
la llaman privatización? ¡También! Ese es el debate continuo y permanente que hemos mantenido en la 
Comisión con respecto a la concesión de URAGUA. 


Entonces, me gustaría que el señor Presidente de OSE pueda contestar esa serie de preguntas que se le han 
hecho en el correr de esta larga sesión, destacando lo siguiente: hay consultas que están vinculadas a 
posiciones de cada una de las fuerzas políticas que, en definitiva, no tendrían mayor mérito. No ocurre así 
con las que refieren exclusivamente a los seis ítemes que tiene el contrato y, eventualmente, a la habilitación 
jurídica de la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Sendic).- Quisiera saber cuál fue el motivo por el que no se tomó la oferta en 
efectivo de US$ 20:000.000 por parte de la empresa. 


SEÑOR GIANOLA.- Lo que se modifica con respecto a la fianza anterior es que se dan las dos 
opciones: la del pago en efectivo o en bonos. Esa opción la tiene el concesionario. 


SEÑOR RIVERÓS.- No entendí claramente si la opción del pago de los US$ 20:000.000 en efectivo o en 
bonos es del concesionario. 


SEÑOR GIANOLA.- Así es, señor Diputado. 
SEÑOR RIVERÓS.- Quiero que quede constancia de ello. 
SEÑOR AMARO.- En cuanto a cómo ingresa el tema a OSE, lo hace por URAGUA. 


¿Qué autoridad del Poder Ejecutivo pidió que se tratara este asunto en forma urgente? Primeramente, fue el 
señor Ministro Cat, conjuntamente con el contador Davrieux, y luego lo tomó el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, doctor Atchugarry. 


En cuanto a por qué no se esperó el dictamen del Tribunal de Cuentas, digo al señor Diputado Lacalle Pou 
que él me escuchó cuando hablamos del proyecto: al otro día de adoptarse la resolución, pasó al Tribunal de 
Cuentas y estamos a la espera de que se expida. 


En cuanto a sí hubo informes escritos de OSE, yo no recibí ninguno. Por eso le solicité al señor Gerente 
General que hiciera una exposición verbal, como integrante de la Comisión. 


En relación a quiénes suscribieron el acuerdo en representación de URAGUA y cedieron la capacidad de 
representación, debo decir que, en un primer momento, quien llevó adelante el tema fue el economista 
Lerma, pero quienes lo suscribieron fueron el ingeniero Juan Luis Mozo Bicandi y el señor Héctor Gajardo 
Gaete. 


El señor Diputado manifestó que no se renegociaron las obras sino solo los términos económicos y preguntó 
quien se beneficiaba con esto. 


SEÑOR LACALLE POU.- La pregunta es por qué no se aprovechó el momento en el que se hizo esta 
renegociación para abordar el tema de las obras atrasadas. Mi preocupación es por qué solo se 
renegociaron los términos económicos en beneficio del concesionario, cuando es notorio que esta 
empresa tiene atrasos en el cumplimiento de su contrato. 


SEÑOR AMARO.- Efectivamente, como acaba de decir el señor Diputado, existen atrasos. En el día de 
hoy recibimos el acta de avance de obras remitido por la empresa. 


De los cinco puntos solicitados -entre otros: la garantía, la tasa regulatoria, la modificación del cálculo de la 
actualización tarifaria y el pago del canon con bonos- solo se aprobaron tres; no se aprobó el cálculo de 
actualización tarifaria ni se trató el retraso de las obras, para hacer otra sesión ya particular para tomar 
decisiones la OSE, pero no la incluimos en ningún tipo de acuerdo. 


La señora Diputada Barreiro preguntó si se pagó todo. Contesto que sí; se pagaron los dos meses de atraso en 
moneda contante y sonante, que representaban US$ 866. 333. 


Con respecto a qué pasa con Aguas de la Costa, debo decir que su contrato es totalmente distinto al de 
URAGUA; por ejemplo, no paga canon. Además, tiene algunos problemas con el cargo fijo y está 
funcionando una Comisión para solucionarlos. 


El señor Diputado Sendic preguntó acerca de una constancia de comunicación por parte del Poder Ejecutivo. 
La respuesta es que no existe; son sesiones que hemos mantenido con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas y con el contador Davrieux, y hemos realizado negociaciones con URAGUA. 


También contesto al señor Diputado que el estudio sobre el impacto en la tarifa no se trató; quedó fuera del 
acuerdo. 


El señor Diputado Darío Pérez preguntó acerca de Aguas de la Costa, pero ya he contestado. Asimismo, 
comentó que el Poder Ejecutivo prescinde de OSE y negocia con URAGUA; debo decirle que eso es así. 


Por otra parte, preguntó sobre el informe jurídico y cómo acceder a él. Ese informe fue un pedido del 
Director Casas, porque desde el primer momento tenemos como regla que los Directores pidan directamente 
los informes. El Director Casas mencionó este informe en una sesión de Directorio, pero nunca llegó a mis 
manos ni al repartido. 


Por otra parte, se solicitó mi opinión sobre los cambios. Para mí en esto había dos cosas muy claras. La 
intención del Poder Ejecutivo -de mi partido de Gobierno- era hacer estos cambios. Entonces, los analizamos 
y, como Presidente de OSE, me preocupé por defender la economía del organismo. Por eso hay una cláusula 
resolutoria que pienso llevar hasta el final. 


El señor Diputado Pérez Morad preguntaba si con estos antecedentes se podía confiar en URAGUA y 
modificar el contrato para seguir con la concesión; pienso que, de aprobarse esto, sería posible. 


Con respecto a los análisis, en el día de hoy solicité al ingeniero Castagnino que trajera un informe con todos 
los que hizo nuestro laboratorio, que ya está en poder del señor Diputado. Esta información también había 
sido solicitada por el señor Diputado Rossi, pero pienso que entre buenos correligionarios no habrá problema 
en compartirla. 


SEÑOR PÉREZ.- El señor Amaro hizo referencia a una cláusula resolutoria que va a mantener hasta 
las últimas consecuencias, ¿a qué se refería? 


SEÑOR AMARO.- La cláusula resolutoria dice: "Se establece que la validez del presente acuerdo 
queda sujeta a la siguiente condición resolutoria: El Poder Ejecutivo deberá emitir un acto 
administrativo en el cual garantice y/o autorice a OSE el uso de los Títulos de Deuda Pública que se 
refieren en el texto del presente documento a su valor nominal para el pago de cualquier tipo de 
obligación tributaria, deuda con la banca pública o privada u obligaciones internacionales del 
Organismo". 


Por otra parte, el señor Diputado Rossi preguntaba adónde estaba el depósito de garantía; la fianza estaba en 
el ABN AMRO Bank. 


SEÑOR GIANOLA.- No ha habido depósitos en efectivo. Lo que hay es una fianza bancaria del ABN 
AMRO Bank de julio del 2000. Ahora hay una fianza bancaria del mismo banco con una forma de 
pago diferente y en las mismas condiciones. 


SEÑOR AMARO.- Se va a responder ahora la pregunta relativa a por qué no se esperaron los cinco 
años para revisar la garantía. 


SEÑOR GIANOLA.- El tema básico en todo este asunto es que hay que adecuar las realidades de un 
contrato a largo plazo a la variación de las circunstancias de hecho. De alguna forma lo que plantearon 
URAGUA y el Ejecutivo es el perjuicio que tenía la empresa y la variación de su ecuación económica y 
financiera. URAGUA planteó lo de la garantía; aunque los temas más importantes son las obras, la 
tarifa y el canon. De alguna manera sí es un perjuicio para OSE tener una garantía a cinco años. Por 
eso se puso esa cláusula relativa a una forma de garantía ejecutiva para poder mover los bonos antes 
de ese plazo. 


SEÑOR AMARO.- La pregunta relativa a la planilla de Montevideo respecto a la calidad del agua en 
los últimos tres meses ya fue contestada. 


Respecto a cuánto paga OSE por amortización e intereses por la licitación 1008, debo decir que va a pagar 
con títulos de deuda pública. 


SEÑOR CASTAGNINO.- Los títulos de deuda pública se van a utilizar para pagar muchas cosas, entre 
ellas la amortización de intereses de la licitación 1008 hasta donde alcance, porque son bastante 
superiores al valor del canon. 


SEÑOR ROSSI.- Me interesaría saber el monto. ¿Se va a pagar con bonos? Ya me dijeron algo que 
importa, que es superior lo que va a pagar OSE que lo que recibe, pero ¿a quién le paga? 


SEÑOR HARAMBURE.- Quiero dar información respecto al servicio de amortización e intereses de la 
licitación 1008. Son importes variables y, concretamente, en el año 2002 son del orden de los 
US$ 10:000.000, algo similar en el 2003, unos US$ 9:600.000 y en el 2004 algo menos de US$ 9:000.000; 
va bajando a medida que pasa el tiempo. Se terminará de pagar en el año 2010. 


SEÑOR AMARO.- En cuanto a por qué no hubo consultas al Tribunal de Cuentas, ya respondí esa 
pregunta al señor Diputado Lacalle Pou. 


Respecto a por qué no se avisó a la Comisión, simplemente, porque no se avisó. 


En cuanto a por qué no se expidió el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
debo decir que no era el organismo que llevaba el tema. En ese momento lo llevaban el Ministro de 
Economía y Finanzas y el Director de Planeamiento y Presupuesto. 


La pregunta relativa a la inversión de URAGUA la va a responder el doctor Gianola. 


SEÑOR GIANOLA.- La empresa URAGUA invirtió hasta la fecha US$ 12:000.000 tanto en las obras 
obligatorias como en las mejoras de servicio. En cuanto al cumplimiento de las metas puestas en el 
contrato están atrasados en tres de las obras que tenían que entregar. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Sin querer pasar por arriba al señor Presidente, quisiera que me aclarara 
si su opinión es compartida por todos los miembros del Directorio de OSE. En base a todos los 
antecedentes de las irregularidades ocurridas con el servicio de agua y saneamiento en el departamento 
de Maldonado por parte de esta empresa, yo había preguntado cuál era la opinión de cada uno de los 
miembros del Directorio. ¿A pesar de ello se le acredita confianza para continuar con la concesión tal 
como está establecida en el contrato, más allá de las modificaciones que se puedan hacer? 


SEÑOR AMARO.- Como expresé en mi primera exposición, no hubo unanimidad en el Directorio. 
Solo hubo dos votos, el del Vicepresidente y el mío. El Director Casas votó en contra. 


Con respecto al contralor, cuando tuvo que actuar lo hizo, asistió a la Comisión y alertó a la opinión pública 
de Maldonado, y va a seguir actuando de esa forma. 


SEÑOR CASAS.- En este aspecto, creemos seguir siendo coherentes en cuanto al control y a la 
fiscalización de las concesiones, que deben ser fuertemente custodiadas por el Estado. En aquel 
insuceso de enero la mayoría del Directorio de OSE pidió la intervención del Poder Ejecutivo porque 
creyó que era un hecho que lo ameritaba. Hoy estamos en una posición distinta porque creemos que se 
ha fallado en cuanto a la forma y al contenido. No tenemos los informes de los técnicos, por lo que 
consideramos que creamos un antecedente y un precedente que nada bien le hace al sistema de 
concesiones. Por el contrario, pensamos que estamos abriendo todas las puertas para otro tipo de 
reclamos, como ya se están haciendo por parte de otro concesionario. O sea que en este tema tenemos 
una posición diametralmente opuesta. 


SEÑORA BARREIRO.- No se ha dicho nada con respecto al avance de obras, salvo que la empresa 
está atrasada en tres obras. El señor Presidente ha dicho que ha sido remitida el acta del avance de 
obras. Me gustaría que esa documentación quedara en la Comisión. También quiero contar con el 
acuerdo firmado, ya que solo tenemos un borrador. 


Tengo una duda respecto a algo que dijo el señor Diputado Máspoli. El manifestó que se sentía más tranquilo 
con títulos de deuda pública o con un depósito en efectivo, pero resulta que el doctor Gianola acaba de repetir 
que estamos ante una fianza bancaria. La cláusula establece que se trata de una nueva fianza bancaria que da 
en propiedad a OSE según la opción del concesionario, o los títulos de deuda pública o el efectivo, pero 
mientras tanto la tiene el Banco. Este se compromete a entregarla a OSE pero, por ahora, es una fianza del 
banco; no deposita nada en OSE. Es decir que estamos en lo mismo que antes o peor en el sentido de que 
cambian las condiciones en cuanto al valor de mercado que se tiene en cuenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Pedimos nuevamente a las autoridades de OSE que nos 
entreguen el material solicitado por los señores Diputados, ya sea la resolución del Directorio, la carta 
de URAGUA y los términos del nuevo contrato. 


SEÑOR AMARO.- Comunico que hemos dejado más documentos que los solicitados y también el 
avance de obra que mandó URAGUA con fecha 17 de diciembre. 


SEÑOR CASTAGNINO.- Quisiera hacer una aclaración al señor Diputado Rossi. Cuando usted 
preguntaba si las amortizaciones y los intereses de la Licitación 1008 se podían pagar con los bonos de 
deuda pública, yo le contesté que sí, pero no alcanzaba, no porque los bonos no fueran a ser utilizados 
a su valor nominal, sino porque el valor del canon en los primeros años es bastante inferior al de la 
amortización y los intereses de la Licitación 1008. 


SEÑOR ROSSI.- Agradezco la precisión que ha hecho el señor Castagnino, pero lo interpreté bien. 


También pregunté -aún no me lo han contestado- a quién tiene que pagar OSE las amortizaciones e intereses 
por la Licitación 1008. Me interesa que me confirmen si el valor nominal de los títulos de deuda pública lo va 
a tomar este organismo o quizá alguien se va a hacer cargo de la diferencia. 


SEÑOR GIANOLA.- La deuda se paga parte al City Bank y parte al BNDS, Banco Nacional de 
Desarrollo Brasilero. 


SEÑOR ROSSL.- ¿Estas instituciones bancarias van a tomar los títulos de la deuda pública uruguaya 
al valor nominal? 


SEÑOR GIANOLA.- No sé. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces seguimos con la duda. 


SEÑOR LACALLE POU.- En primer lugar, quisiera preguntar al señor Amaro si se ha cumplido con 
algunos de los argumentos como para rescindir el contrato con la empresa URAGUA. 


En segundo término -a raíz de algunas declaraciones del Gerente General y otras que hemos escuchado por 
ahí- quisiera saber si OSE ganaría dinero en caso de que rescindiera el contrato con URAGUA. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como complemento nos parece importante trasmitir que la Comisión ha 
recibido un documento de la Comisión Nacional de Defensa del Agua y la Vida que precisamente 
trasladan palabras -por eso me parece importante brindar la fuente- del señor Gerente General donde 
ratifica que OSE está en condiciones de retomar la operación y el mantenimiento de los servicios de 
Maldonado ya sea en los aspectos técnicos, comercial y administrativo. 


SEÑOR CASTAGNINO.- Es correcto. 


SEÑOR AMARO.- En este momento no tenemos ninguna novedad acerca de una rescisión de contrato. 
Lo único es lo que recién dije respecto a las tres modificaciones y las medidas que hemos adoptado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La pregunta es respecto al contrato anterior, no al reformulado. Es decir, si 
se verificó algún punto vigente del contrato que diera lugar a su rescisión. 


SEÑOR AMARO.- N* 


SEÑOR CASTAGNINO.- Se estaba dando un atraso en el pago del canon lo que podía configurar una 
situación... 


SEÑOR AMARO.- Tenemos la boleta en la que consta el pago de US$ 866.000 por parte de URAGUA, 
quedando entonces esta empresa al día y liquidado el tema de la deuda. 


Lo que aún queda pendiente son las obras. 


Todavía no se trató el reajuste tarifario. 


SEÑOR CASTAGNINO.- En la propuesta original de URAGUA hubo una fuerte apuesta a un planteo 
de atraso de las obras que recibió serios cuestionamientos por parte de la administración de OSE, 
entonces, ellos mismos la retiraron. Esos atrasos en las obras podían implicar serios inconvenientes 
para la protección de las playas, sobre todo las de la bahía de Maldonado. 


SEÑORA BARREIRO.- Me llamó la atención que el Presidente de OSE dijera que no tenía en su 
poder el informe jurídico. ¿No hay ningún informe jurídico por escrito a solicitud de OSE? 


SEÑOR AMARO.- Le contesto a la señor Diputada que esa pregunta ya la contesté dos veces por lo 
que no voy a volver a hablar sobre ello. 


SEÑOR BARRIOS.- Varias veces se ha mencionado por parte de los Directores y asesores del 
Directorio de OSE una especie de teoría de la inestabilidad de los contratos a largo plazo por lo cual se 
ha sostenido que ese tipo de contratos deben adecuarse cada tanto a la variación de las circunstancias. 
Quisiera saber si al respecto hay algún informe jurídico u opinión de algún jurista y si OSE la tiene 
para hacerla llegar a esta Comisión. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Queríamos establecer que en el contrato de concesión, en el punto 6.2.1.3.1 
que refiere sobre rescisión por culpa del concesionario -nos referimos al pliego anterior a las 
modificaciones planteadas aquí-, en el literal B) que dice: "Incumplimiento grave de disposiciones 
legales, contractuales o reglamentarias aplicables al servicio", quiero decir que por ejemplo en el plan 
de obras hubo incumplimientos y la finalidad esencial en el caso de la inversión y concesión de obra 
pública es, precisamente, la inversión de obras que en este caso, a dos años de iniciada la concesión no 
ha habido. 


En el literal C) se establece otra causa de rescisión del contrato cuando se refiere a atrasos reiterados e 
injustificados en el cumplimiento de las obligaciones contractuales que incluyen las metas y objetivos 
establecidos. Entonces, quisiera saber si pasar varios meses con serias dudas con respecto a la potabilidad del 
agua y el no cumplimiento de las obras, ¿no puede ser interpretado como atrasos reiterados e injustificados en 
el cumplimiento de las obligaciones cuando recién comienza una concesión? 


SEÑOR GIANOLA.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Barrios, me gustaría hacer una 
reflexión. Lo que ocurre con los contratos de ejecución a largo plazo es que en nuestro país carecen de 
legislación. Sería muy interesante que este tipo de modificaciones estuvieran estipuladas en el marco 
regulatorio del sector, porque es una cuestión polémica. A nivel doctrinario-administrativo hay 
diferentes opiniones; la mayoría de los juristas se inclina por la modificación y generalmente con 
fuertes cargas hacia el Estado. 


Por ahora no hay informe jurídico en cuanto a este punto, sí existió un informe verbal por parte de la 
Comisión que estudió el tema En cuanto a la pregunta del señor Diputado Pérez Morad sobre el atraso en la 


ejecución en las obras, si el cronograma supone más de un 20% de atraso se genera una causal de rescisión y 
deberá ser evaluado todo el contrato en general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la deferencia a los miembros del Directorio, en particular a 
los dos que siempre acuden a nuestra citación, y a sus técnicos. 


(Se retira de Sala la delegación de OSE) 


(Ingresa a Sala el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


La Comisión da la bienvenida al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Ariel 
Davrieux, a quien trasladamos nuestro agradecimiento por aceptar la invitación. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El tema que en general se plantea son los nuevos acuerdos con la empresa 
URAGUA en la concesión del suministro del servicio de agua y saneamiento en el departamento de 
Maldonado. No participé en la reunión previa y me excuso de reiterar algunos conceptos allí 
expresados, que pienso habrá sido más extensa que en mi caso, porque tengo menos materiales para 
proporcionar. 


La concesión del servicio de agua y de saneamiento en Maldonado se inició en 1998; se hizo una licitación, 
en julio de 1998 se aprobó el pliego de condiciones, en octubre se abrió la licitación, en agosto de 2002 se 
firmó el contrato de concesión y la empresa empezó a trabajar el 1” de agosto de 2000. Entiendo que en junio 
de 2002, los responsables de la empresa tuvieron un contacto con el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ingeniero Cat, donde plantearon que las condiciones 
económicas del país se habían modificado sustancialmente con respecto al momento en que planteó la 
concesión. Efectivamente, pensemos que en 1998 la economía estaba creciendo a buen ritmo, entre un 3% o 
4% anual, que había alrededor de un 4% de inflación, un ritmo de devaluación mensual del 0,6%, 
aproximadamente un 7% anual, y que el crecimiento de la actividad se transfirió en el cálculo de la ecuación 
económica de la concesión. Todos sabemos que el 2002 ha sido un año de muchas dificultades; en primer 
lugar, el ritmo devaluatorio pasó a ser cuatro veces más alto, luego la moneda empezó a flotar, la actividad, 
lejos de crecer, ha disminuido y, en consecuencia, las previsiones de un incremento de ventas en dólares y las 
necesidades de mayor suministro de agua por crecimiento de actividad, no se han cumplido. 


Yo no estuve presente en esas primeras conversaciones, pero entiendo que el planteamiento general consistió 
en que la ecuación económica de la concesión, es decir, la relación entre ingresos y gastos de la concesión, 
había cambiado sustancialmente -basta con pensar que el valor de ventas de OSE, anteriormente, y luego de 
URAGUA en el departamento de Maldonado, era del orden de US$ 20:000.000 y que las previsiones para el 
2003 son del orden de los US$ 8:000.000, es decir, habrá una baja del 60%- y que los gastos de suministro 
hacían imposible -en principio, salvo que exista algún cambio en la fórmula de la concesión- afrontar un 
canon del orden de los US$ 5:000.000 anuales, a partir de noviembre de 2002. En 2003 y 2004 el canon 
pasaría a ser más del 60% de los ingresos brutos de la concesionaria. 


El tema fue planteado por el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente al 
Presidente de la República, quienes estuvieron de acuerdo con que valía la pena analizarlo porque Uruguay 
estaba pasando -y lo sigue- una situación con un déficit fiscal todavía importante y muchas dificultades para 
financiarlo, por lo que el nivel de inversión al que puede acceder el Estado, en general, y las empresas 
públicas, en particular, ha disminuido. Asimismo, las fuentes de financiamiento a largo plazo han disminuido 
por ese concepto y el nivel de inversiones de OSE, que en algún momento fue de alrededor de 

US$ 60:000.000, está por debajo de los US$ 20:000.000. En consecuencia, si OSE debiera llevar a cabo las 
obras de agua y de saneamiento en Maldonado, no habría ninguna perspectiva de ejecución en un plazo 
razonable. 


Entonces, las opciones que se plantearon en su momento eran ver de qué manera se viabilizaba el 
mantenimiento de la concesión, entendiendo que era mejor solución que interrumpirla y habida cuenta que 
las obras eran necesarias para el departamento de Maldonado, sobre todo del saneamiento. Por eso, una de las 
opciones era que las obras fueran postergadas sin límite y sin fecha. 


Como consecuencia de esta decisión -puramente verbal, por lo que no puedo aportar ningún documento, pero 
es un hecho que así fue y hay elementos que se cruzaron entre el Poder Ejecutivo y URAGUA, indicando que 
se estaba trabajando en ese sentido-, el Poder Ejecutivo entendió que valía la pena analizar el problema y el 
tipo de soluciones para tratar de mantener la concesión y la posibilidad de ejecutar las obras necesarias para 
el departamento de Maldonado. 


Esto sucedió a mediados de junio; la empresa, a mediados de setiembre, presentó algunas ideas sobre qué 
vías entendía como posibles para viabilizar la concesión. Se formó un grupo de trabajo integrado por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y por OSE, cuyos representantes eran el ingeniero Etcheverry, la contadora Pérez Montero y el 
contador Harambure, respectivamente. Este grupo analizó los planteamientos y cuáles podrían llegar a ser 
una posible solución, a fin de que se abriera, al menos, un período de tiempo en el cual se pudiera analizar 
más a fondo la concesión. El informe elaborado por el grupo de trabajo dio lugar a que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente enviara una nota -naturalmente, está encabezaba por 
el señor Ministro, pero como yo participé, también la suscribí-, ofreciendo a URAGUA condiciones 
diferentes a las que había planteado, algunas de las cuales para la empresa eran más pesadas que las propias 
obligaciones que surgían de la concesión, por cuanto implicaban un involucramiento de capital mucho más 
importante que el previsto originalmente. O sea, en lugar de tener una obligación a treinta años, hoy tendría 
que asumir un compromiso para los próximos treinta años. 


En esas conversaciones el Poder Ejecutivo planteó que el canon pasara a estimarse en pesos y no en dólares 
porque el cambio de precios relativos hacía imposible el pago. La solución que se planteó -esto ya fue 
conversado con el señor Ministro de Economía y Finanzas, con el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y el Director de Planeamiento y Presupuesto- era habilitar la vía para que el 
pago del canon se realizara en títulos de deuda -que hace poco se adquirían bastante más baratos que ahora; 
lamentablemente, si tuviéramos que comprarlos nosotros ahora serían un poco más caros porque ha bajado 
algo el riesgo país, aunque en definitiva es bueno que baje- que el Gobierno aceptaría por el valor nominal 
porque, de hecho, cuando amortiza paga el total. Es decir, los vencimientos que hubo en diciembre fueron 
pagados por ese valor, por varias decenas de millones de dólares. En consecuencia, se ofreció esa posibilidad. 
Por lo que tengo entendido, la empresa envió una carta -con cuya fotocopia ustedes cuentan y yo dispuse 
hoy- que, en todo caso, está en línea con lo que habíamos conversado acerca de las modificaciones que se 
podían contemplar para hacer viable el mantenimiento de la concesión. Parte de los planteos de la empresa 
fue recogido en una resolución de OSE, creo que de fecha 20 de diciembre, en la que, básicamente, por lo 
que ustedes ya saben -lo tienen que haber hablado mucho en el día de hoy-, se introducen tres 
modificaciones. 


Una de esas modificaciones es la rebaja de la tasa de contralor; se la lleva al nivel máximo autorizado para la 
URSEA. Para ello se tiene en cuenta el artículo 17 de la Ley N* 17.598, de 13 de diciembre de este año, que 
estable que la máxima tasa de contralor es del 2 por mil. Por lo tanto, se establece esta tasa máxima que prevé 
la ley, la que se aplicará a todas las actividades por concepto de contralor. 


Las otras modificaciones son dos normas que refieren a aceptar los títulos del Estado como pago en el caso 
eventual de que se presentara un cese de la concesión, a través de la garantía, y el pago del canon en títulos 
que venzan el mismo año en el que hay que pagarlo. 


Esos son los tres cambios establecidos, los que mantienen las obligaciones de la concesionaria y reducen 
ligeramente el peso de su obligación. En el caso de la empresa, el Poder Ejecutivo ha planteado -se ha dicho 
verbalmente, pero se me ha comisionado para informar oficialmente al organismo en la primera oportunidad; 
podría ser hoy, mañana o el 2 de enero- que si el Tribunal de Cuentas aprueba las modificaciones al contrato 
de concesión, se compromete a aceptar los pagos que se realicen en títulos públicos por su valor nominal. De 
esa manera, la empresa pública, OSE, saldría beneficiada ya que, por un lado, URAGUA se pondría 
totalmente al día con las cuotas de los cánones de meses anteriores y luego pagaría en títulos -reconocidos 
por el Gobierno por su valor nominal- por el valor del contrato original. 


Es decir que la idea es proporcionar una protección al servicio de agua y saneamiento en Maldonado, 
tratando de que la empresa funcione sobre esas bases. 


La última manifestación oficial en este sentido fue la aceptación del señor Ministro de Economía y Finanzas 
de lo planteado por el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Director 


de Planeamiento y Presupuesto, a mediados de octubre. 


Posteriormente, solo hubo conversaciones acerca de qué tipo de títulos serían aceptables, por lo que el actual 
señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no ha participado en estas 
negociaciones. Básicamente, los últimos datos son los que refieren a qué tipo de papeles aceptaría el 
Gobierno, de acuerdo con su valor nominal, lo que fue acordado con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Eso fue lo que se conversó, en el transcurso de un semestre, entre el Poder Ejecutivo y la concesionaria de 
agua. 


SEÑORA BARREIRO.- Me apunté para hacer uso de la palabra porque el contador Davrieux se 
refirió a las obras que, según él, no podrían ser realizadas por el Estado. Ese fue, precisamente, el 
motivo por el cual se otorgó esta concesión en su momento. Pero de acuerdo con las informaciones que 
reiteraron hasta el día de hoy los integrantes del Directorio, el avance de obra está muy atrasado; se 
están incumpliendo los plazos en las tres obras, las que en este momento, a fines del año 2002, deberían 
estar finalizadas. Entonces, la pregunta es por qué en el contrato -tenemos un borrador, pero según lo 
que leyó el señor Presidente de OSE, parecería ser el definitivo- no se hace ninguna mención a las 
obras, así como tampoco a las tarifas. Los dos son temas importantes: las tarifas que se puede cobrar a 
la gente y las obras de las que nos beneficiaríamos. 


El señor Presidente de OSE entregó un avance de obra -está en poder de la Secretaría; todavía no he podido 
verlo- que, según él, llegó hoy a sus manos, a pesar de que, si entendí bien, es de fecha 17 de diciembre. Sería 
conveniente tener un poquito más claro si hay algún compromiso de la empresa para acelerar ese avance de 
obra. Por ahora, no tenemos conocimiento de que eso sea así; más bien, da la sensación de que eso está 
absolutamente detenido. 


Otra cosa que me llamó la atención es que hasta ahora, según lo que plantea el Directorio, se han manejado 
notas de la empresa URAGUA en la que se hace referencia a determinados temas. Pero el contador Davrieux 
ha hablado de una nota del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la OPP en 
la que se ofrecen determinadas condiciones, aparentemente, cuando el Ministro de Vivienda era todavía el 
ingeniero Cat. Me sorprendió lo que dijo el contador Davrieux -de pronto, entendí mal- en cuanto a que en 
esas negociaciones el Poder Ejecutivo hizo una propuesta para pesificar. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No es así. 


SEÑORA BARREIRO.- Entonces, entendí mal; ello sería contrario a lo que se ha hecho hasta ahora en 
general. 


La otra cuestión que me parece bastante llamativa -y a la que ya me referí, pero que voy a reiterar porque el 
contador Davrieux no estaba presente- es el criterio distinto que aplica el Poder Ejecutivo para esta empresa 
concesionaria con respecto al que, en general, se aplica a los deudores en dólares, porque en el caso de la 
empresa URAGUA se tiene en cuenta que ha cambiado la ecuación económico-financiera, pero no para el 
resto de los compatriotas que sufren el mismo problema. 


Por último, siempre se utiliza como argumento por parte del Gobierno la seguridad jurídica. Es por eso que 
nos llama la atención que URAGUA manifieste en su carta que las modificaciones que se están haciendo en 
este momento no son suficientes para asegurar el cumplimiento definitivo de la concesión y pide un 
compromiso de seguir negociando en este sentido. Esto crearía una incertidumbre total en la culminación de 
las obras y de todo lo que comprende esta concesión. 


Esos son los temas que quería plantear. 
SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Quiero hacer una consulta y una precisión. 


Me parece que no tiene sentido preguntar al contador Davrieux acerca de lo que no dice el acuerdo. Si el 
acuerdo no dice nada con respecto al avance de obra, se supone que el acuerdo de obra se tendrá que respetar; 


de lo contrario, pagarán las multas que correspondan. Y si el acuerdo no dice nada sobre la tarifa, no tiene 
sentido introducirla en este asunto. 


Asimismo, hablar de los deudores en dólares, tratando de establecer una diferencia entre un procedimiento y 
otro, cuando durante tanto rato estuvo aquí el Directorio de OSE y se habló de que estos son los bonos que ha 
emitido el Estado y que con ellos se podría pagar -que es una de las soluciones que se está arbitrando para los 
deudores en dólares-, tampoco tiene nada que ver en este asunto. 


Lo que si me gustaría conocer son los términos de seguridad jurídica y el aval jurídico para este tipo de 
soluciones. Los contratos son acuerdos de partes; si las dos partes están de acuerdo, se pueden modificar. Acá 
hay una parte que es muy especial, porque es el Estado el que está allí representado de una u otra manera, por 
lo cual hay una serie de mecanismos -y hay una discusión en torno a si son anteriores o a posteriorl- 
destinados a dar garantías legales a todos sobre la eventual modificación. En ese camino se está. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene la información y es uno de los 
organismos competentes; el otro es el Tribunal de Cuentas, que también tiene la información. Si ellos 
tuvieran opinión en contrario, esto cae, porque en definitiva todavía no se ha verificado. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Yo no puedo señalar mucho respecto a obras. Tengo entendido que, 
efectivamente, hay un enlentecimiento de obras, como existe -y mucho mayor- en otras obras de OSE. 
Pero ha dicho que está todo detenido; yo no puedo decirlo, ni tampoco que no se esté haciendo nada. 
Pero, sin duda, ése no es el tema que se me puede plantear, porque no soy el encargado de controlar las 
obras que se están ejecutando en la esfera de OSE. 


El término pesificación fue un malentendido o un "malexpresado", porque fue uno de los planteos de la 
empresa URAGUA al que el Gobierno entendió que no podía acceder. Sí entiendo que no es aceptable decir - 
y creo que no corresponde- que se está teniendo un tratamiento diferente porque al cambiar las condiciones 
económicas se acepta cambiar la forma de pago y nada más, y eso no pasa con los deudores uruguayos. 
Tengo entendido que para todos los deudores en dólares con el Gobierno no se ajusta inmediatamente todo en 
dólares sino que se ha aceptado mantener la cuota en pesos, reajustada por el Índice Medio de Salarios o por 
el Índice de Precios al Consumo. Se ha aceptado extender el plazo, permitir el pago en títulos, etcétera. O sea 
que no hay un tratamiento diferencial; más bien que se buscó un mecanismo similar para no establecer 
asimetrías que dieran lugar a este tipo de críticas. No es que acá se acepta algo que no se acepta en los demás 
casos. Acá estamos hablando, por este acuerdo, de un pago durante dos años de US$ 10:000.000 de canon de 
concesión y el Banco de la República ha recibido pagos en títulos de deuda de más de US$ 80:000.000 y 
US$ 90:000.000. Quiere decir que no hay un trato diferencial en ambos casos, sino que se buscó 
precisamente que fuera el mismo trato. 


SEÑORA BARREIRO.- Estoy de acuerdo con el hecho de que con respecto al Estado no hay 
diferencia; el problema es el criterio que tiene el Poder Ejecutivo para no admitir ninguna forma de 
suspensión de ejecuciones ni ley de deudores para el resto de los deudores, que son una cantidad: los de 
la banca privada, los que deben a privados, etcétera. Hay una cantidad de deudores en dólares que no 
reciben ninguna consideración en sus deudas; a eso me estaba refiriendo. 


Lo otro, que quisiera leer porque no está en el contrato sino en la propuesta que hizo URAGUA, tiene que ver 
con la seguridad jurídica, y no sé si el señor Diputado Máspoli Bianchi lo habrá leído. Dice: "No obstante lo 
solicitado por Uragua en los párrafos anteriores y sometido a su consideración, la aplicación de las 
modificaciones derivadas de dicho petitorio no es suficiente para dotar a Uragua de una rentabilidad 
económico-financiera que asegure su proyecto en el largo plazo, por lo que estimamos necesario un 
compromiso mutuo para continuar analizando posibles soluciones que pudieran asegurar la viabilidad de la 
concesión". 


Lo que se me plantea es lo siguiente. Estamos hablando de que estamos haciendo modificaciones para los 
años 2003-2004. Con esto no le alcanza a URAGUA. ¿Qué pasa del 2005 en adelante? Esta es una gran 
incertidumbre. 


SEÑOR SENDIC.- Me llama un poco la atención el planteo que hace el contador sobre las obras, 
porque supuse que detrás de esta preocupación estaba la inquietud sobre la continuidad de las obras y 


no por el negocio y los balances de URAGUA. Si el contador afirma que no sabe cuál es la situación de 
las obras ni si hay atraso y en qué grado, se supone que tampoco puede saber cuánto necesita 
URAGUA para llevar adelante las obras. Entonces, llama la atención que se haya tomado una decisión, 
desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y, además, que se haya analizado el tema en forma 
parcial, exclusivamente desde la ecuación económica de la empresa URAGUA, cuando hay una 
Comisión que tiene el cometido de controlar la concesión y cuando hay una responsabilidad política, 
que es la del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sobre esta situación. 
Entonces ¿cuál es el papel de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en esta situación si no es 
asegurar la continuidad de las obras o buscar la forma de controlar si se cumplen o no? Si no, 
aparentemente, la única preocupación sería que le cierre la ecuación económica a URAGUA. 


SEÑOR ROSSI.- En primer lugar, me interesaría salir de aquí con claridad respecto a dónde se tomó 
la resolución que autorizó la revisión del contrato que fue producto de un proceso de licitación, por 
cierto bastante conversado. Ese contrato acaba de modificarse o de proponerse su modificación por 
una resolución del Directorio de OSE, que estuvo acá presente y dijo que eso se debió a una orientación 
del Poder Ejecutivo, que no había recibido ninguna comunicación escrita pero sí una orientación en ese 
sentido. Inclusive dio explicaciones respecto a cómo se había relacionado con otros organismos, qué 
consultas no hizo -diciendo que al Tribunal de Cuentas le va a dar comunicación ahora- y no 
estableciendo en ningún momento la participación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, del actual Ministro ni del anterior, y el contador Davrieux acaba de 
mencionar al señor Ministro Cat. Sí se habló del doctor Atchugarry y del contador Davrieux. Quiero 
terminar el año con claridad por lo menos en esta área. Quiero saber dónde se tomó esta iniciativa y 
quién se hace responsable de ella, más allá de que después, cada organismo, en el marco de su 
competencia, actuará. 


En segundo término, también dijo el Directorio de OSE acá presente -consta en la versión taquigráfica- que 
uno de los argumentos fundamentales que se utilizó para la revisión del contrato y para el mantenimiento de 
la concesión -porque la otra opción era la rescisión- era que se quería preservar la inversión extranjera para la 
realización de las obras, que está estimada originalmente en US$ 120:000.000. Pero pregunto cuánto se 
invirtió a la fecha y fue solo US$ 12:000.000, y las obras están paralizadas. Era aspiración de la empresa la 
postergación de las obras, pero el asunto es que acá se dijo por parte del Directorio que uno de los objetivos 
principales de esta renegociación era preservar la inversión extranjera. Yo quiero saber si el contador 
Davrieux tiene noticia de esto y si efectivamente fue un objetivo. 


En tercer lugar, recién se hizo mención a cuáles eran los flujos de ingresos y egresos que se mantenían por 
parte de los servicios de agua potable y saneamiento en Maldonado con anterioridad a la concesión, y todos 
coinciden en evaluarlos en unos US$ 20:000.000. De esta cifra, se calcula que los gastos que le significaban a 
OSE en su momento eran aproximadamente seis millones de dólares y, por lo tanto, todo el mundo coincide 
en que entre US$ 13:000.000 y US$ 14:000.000 ha perdido OSE de recaudación, recaudación que se supone 
que hace URAGUA. Hubo un cambio en la política monetaria y, por lo tanto, ahora la tasa de cambio indica 
que esos US$ 20:000.000 serán US$ 8:000.000, como decía también el contador Davrieux. Pero ésta no es la 
única parte del acuerdo; la otra parte es que OSE debía hacerse cargo de la amortización de la licitación 

N” 1.008, que significó una inversión de US$ 60:000.000 financiada creo que hasta el 2010 y que debe 
amortizarse en dólares. De acá surge también nuestro interés en saber cómo se va a seguir cumpliendo con 
los compromisos que todos los uruguayos asumimos junto con esta concesión, porque vamos a tener que 
seguir pagando esa amortización. Si esa amortización se va a hacer con lo que recibe OSE, indudablemente 
ya está perdiendo dinero y va a perder todavía más, porque va a recibir títulos de deuda con una cotización 
por debajo del 100%. ¿Quién se hace cargo de la diferencia? ¿Se le van a tomar esos títulos al 100% a OSE? 
¿El Ministerio de Economía y Finanzas? ¿La Oficina de Planeamiento y Presupuesto si correspondiera? 
¿Alguna institución bancaria oficial? ¿Quién se hará cargo de la diferencia que habrá entre la cotización de 
los títulos que recibe OSE y el pago de la cuota que tiene que realizar en alguna institución financiera, 
seguramente en dólares? Y no van a admitir los títulos de deuda pública uruguaya. ¿O estoy equivocado? 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Si tuviera que tomar una imagen gráfica de lo que más o menos nos dijo el 
contador Davrieux, diría que veo al Directorio de OSE caminando por un tablón, a punto de caer al 
mar, y atrás una nebulosa, porque en realidad no se sabe quién lo empujó a firmar. Al igual que el 


señor Diputado Rossi, como en esa nebulosa no veo al pirata, quiero saber quién empujó al Directorio 
de OSE a aceptar el cambio de las condiciones del pliego de licitación. 


La otra cosa que le digo con todo respeto al contador Davrieux es que lo que dijo no se lo cree ni mi hijo más 
chiquito, Ignacio, que tiene ocho años. Me refiero a que en el caso de URAGUA se estaban cuidando las 
inversiones extranjeras. ¿Por qué le digo esto? No solamente porque URAGUA no ha invertido todo lo que 
debía sino porque está haciendo lo mismo que otras empresas que se han hecho cargo de concesiones en 
Uruguay, que es primero recaudar y después invertir. No hay la menor duda con respecto a eso; es 
absolutamente objetivo lo que estoy diciendo, más allá de que no soy un hombre de números. Eso es 
exactamente lo que ha estado haciendo URAGUA en nuestro departamento: primero recaudar, para después 
hacer. Si ahora tiene dificultades no es solamente por el cambio del valor del dólar; se hace claro para toda la 
población y para nosotros también que el gran problema es que, en realidad, no vinieron a invertir sino a 
administrar el dinero que se pudiera recaudar en el departamento de Maldonado para después hacer las obras. 


Más que nada quería dejar una constancia porque sé que desde el punto de vista legal seguramente esto no 
tiene ninguna fisura. No soy abogado pero no creo que haya ningún problema de tipo constitucional o cosa 
por el estilo. Lo que sí veo es un muy mal negocio para OSE, un mal negocio para el Estado uruguayo y nada 
más que perjuicios. No veo absolutamente nada bueno, más allá de que por ahí se diga que es por las 
inversiones. Si es por eso, le digo que es un concepto equivocado y falso. 


SEÑOR RIVERÓS.- Quiero señalar algunos puntos porque prácticamente todos estos temas se 
trataron con el Directorio de OSE; simplemente estamos clarificando un poco el origen de este 
problema. 


Yo digo lo siguiente. La empresa URAGUA, como todo el mundo sabe, ha cobrado y cobra tarifas altísimas a 
la población de Maldonado por el suministro de agua. La calidad del agua que suministra numerosas veces ha 
sido objeto de observaciones por parte de OSE en cuanto a la presencia de coliformes fecales, etcétera. Las 
obras que debía hacer están atrasadas prácticamente un año. Tenía deudas en el pago del canon a que se había 
comprometido. Ahora, además, el porcentaje que se pagaba para el contralor de la actuación de la empresa se 
va a reducir al dos por mil gracias a la creación de la URSEA. Si con el 2% que le pagaba anteriormente, 
OSE tenía dificultades para controlar la calidad del agua, no sé cómo va a hacer la URSEA, de reciente 
creación y que en el momento no cuenta con los organismos técnicos correspondientes, para controlar el agua 
que suministre URAGUA. Entonces, no aparece nada claro por qué motivo no se rescindió lisa y llanamente 
el contrato con URAGUA y se pasó el servicio de agua potable y saneamiento al organismo que lo debería 
tener, que es la OSE. Como se manifestó acá -y ya lo leímos hace unos instantes- OSE ratifica -consta en la 
versión taquigráfica- que está en condiciones de retomar la operación y el mantenimiento de los servicios de 
Maldonado cuando sea necesario, ya sea en el aspecto técnico, comercial o administrativo, y se han tomado 
los recaudos correspondientes para atender cualquier contingencia. Si eso es así, quiero saber cuál es la razón 
por la que el Poder Ejecutivo interviene en un tema técnico que corresponde a OSE como servicio 
descentralizado, y promueve estas modificaciones del contrato que, de hecho, significan una rebaja sustancial 
de las obligaciones de la empresa URAGUA, porque pagar con bonos a valor nominal quiere decir que se 
está pagando el 60% del total que se debía pagar. 


Si bien se puede decir que si OSE contara con el aval del Poder Ejecutivo, que puso como condición en el 
documento que aparentemente se envió al Tribunal de Cuentas, podría pagar sus deudas al valor nominal, en 
definitiva el que pierde es el Estado uruguayo porque de un modo u otro, las deudas que se pagan con bonos 
a valor nominal implican que el Estado uruguayo pierde prácticamente el 40% de lo que tenía que cobrar en 
cada caso. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Hay una serie de precisiones y errores en la exposición del señor 
Diputado que me veo obligado a marcar. El señor Diputado habla de tarifas altísimas. No hay 
modificación de las tarifas, que quede claro, ni en este contrato ni en otro. La tarifa que paga la gente 
de Maldonado es la misma que paga la de Flores o de Montevideo. 


(Interrupciones del señor Representante Lacalle Pou) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que no es la misma, señor Diputado. 


Voy a pedir a los señores Diputados que respetemos el planteamiento de cada uno. Además, las aclaraciones 
las hace quien visita y no las hacemos entre nosotros. En este caso, las hará el contador Davrieux, si así lo 
cree pertinente. Vamos a dejar que continúe su exposición el señor Diputado que está trasladando sus 
inquietudes, con acierto o con error -todos nos podemos equivocar- para terminar la ronda de preguntas y 
después escuchar al contador Davrieux. 


(Interrupción del señor Representante Máspoli Bianchi) 


Sí, pero le estoy pidiendo que redondee su pensamiento y, si es posible, que no aclare usted sino quien 
nos visita, que para eso le pedimos que viniera. Por tanto, quisiéramos que se terminara con la ronda de 
preguntas, para luego escuchar al contador Davrieux. Le estoy pidiendo que redondee y, de ser posible, que 
no aclare usted, señor Diputado, sino quien nos visita. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Eso me parece correcto, pero como hay algunas imprecisiones, me 
parecía de orden aclararlas. 


Respecto de las obras, estas no están integradas en esta modificación de contrato, por lo cual es de esperar 
que las obras continúen, tal como tienen que desarrollarse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia quiere que aclare si usted viene a contestar por parte de 
OSE, de URAGUA, del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Yo contesto en nombre de un partido político que tiene 
responsabilidad en los hechos. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me interesa aclararle que las preguntas que formulaba el señor Diputado 
no estaban dirigidas a usted ni a su partido, sino a quien nos visita. Por tanto, si tiene a bien redondear, 
se lo agradecería. 


SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI.- Vamos a redondear, entonces, así puede continuar el señor Diputado 
Riverós Cortesi, a quien le pido disculpas por haberlo sometido a este diálogo con la señora Presidenta. 


En cuanto a quién tomó la decisión, el propio Directorio de OSE dijo haber sido el responsable de haberla 
tomado. Y no vamos a creer que al Presidente Amaro alguien lo pueda atropellar, haciéndole firmar algo con 
lo que no está de acuerdo. 


SEÑOR RIVERÓS.- Los puntos que yo he planteado son todos demostrables con las versiones 
taquigráficas de la Comisión y viendo los recibos de agua corriente en la zona este del departamento de 
Maldonado y de Montevideo. Si el señor Diputado tiene dudas, podría traerle copias de los recibos que 
pago en mi casa y de lo que pagan conocidos míos en el departamento de Maldonado. Así podrá ver 
que hasta los cargos fijos son el doble o el triple de lo que se paga en Montevideo, aun no consumiendo 
agua. En cuanto a la calidad del agua, quedó demostrado en actas y consta en el informe del Directorio 
de OSE que hubo problemas en este sentido. Lo he podido comprobar personalmente, porque estuve 
en Piriápolis cuando ocurrió ese problema que nos afectó. Lo de las obras atrasadas también fue dicho 
por el Directorio de OSE y lo de las deudas en pago del canon, también. La duda mía es cómo va a 
controlar URSEA la calidad de agua sin tener los organismos técnicos correspondientes para hacerlo, 
que están radicados en este momento en la OSE. 


Mi pregunta es por qué el Poder Ejecutivo promovió una resolución que luego fue avalada por el Directorio 
de OSE, por la cual se modificaron los términos del contrato con la empresa URAGUA S.A. en lugar de 
rescindirlo debido a todos los incumplimientos que había tenido esta empresa. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Queríamos agregar un concepto a las enumeraciones que hicieron los 
señores Diputados que intervinieron precedentemente, con respecto a las reiteradas alteraciones en el 


servicio de agua y saneamiento que ha tenido esta empresa, tal como hemos expresado frente al 
Directorio en varias oportunidades. 


Si nosotros nos ajustamos al pliego, advertimos que existen violaciones al objetivo fundamental que tiene 
esta empresa al ser concesionada que es brindar agua potable, a criterio del organismo de contralor. 


Por otro lado, cabe recordar la no provisión de agua potable en una situación de emergencia en Piriápolis, la 
sobrefacturación -esto está estipulado en el contrato-, la reiterada no potabilidad del agua según el criterio de 
OSE, el retraso reiterado en el pago del canon -aunque sin llegar a los tres meses exactos que permitirían al 
Estado uruguayo rescindir unilateralmente el contrato- y el vertimiento de agua de saneamiento en un lugar 
no habilitado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como fue el 
aliviadero creado el 9 de enero en el puerto de Maldonado, lo cual se repitió varias veces como fue 
reconocido por la Dirección Nacional de Hidrografía. 


Si bien podemos no estar de acuerdo con conceder determinados beneficios para las cuentas de esta empresa, 
la pregunta a formular es si esta empresa es solvente, teniendo en cuenta el atraso de las obras a dos años de 
iniciada la concesión. Por otro lado, luego de todas estas irregularidades en lo que respecta a su función 
específica, ¿es esta empresa confiable como para habilitarle estos cambios en el pliego, permitiéndole que 
durante treinta años se vuelvan a reiterar estas situaciones? Como decía la señora Diputada Barreiro, dentro 
de dos años quizás estemos frente a otra nota de la empresa URAGUA S.A. pidiendo más concesiones para 
sobrevivir económicamente a esta situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría hacer algunas precisiones muy puntuales que tienen que ver 
con el seguimiento que los miembros de la Comisión estuvimos haciendo durante todo el año acerca de 
este tema. 


Quizás mi duda se deba a la inexperiencia en el manejo de las negociaciones. Me gustaría saber cuál es el rol 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en estas negociaciones y cuándo se dispara la necesidad de la 
aparición, en el escenario, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Quizás debimos haber tenido este 
contacto con el Director de Planeamiento y Presupuesto antes, porque cuando empezamos a tomar este tema 
en la Comisión lo hacíamos con el organismo referente y rector en materia de agua potable. 


(Diálogos) 


Precisamente, cuando la Comisión manejaba este tema, se citó a las autoridades del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y al organismo específico: Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado. Así fuimos tratando este tema, por lo que, después de producido el 
inconveniente con el agua potable y del atraso verificado en el pago del canon, todo este seguimiento lo 
fuimos haciendo a través del Ministerio de Vivienda y del Directorio de OSE. En una de las últimas 
convocatorias, el Directorio de OSE hace referencia a la presentación de una carta de la empresa URAGUA 
en la que manifiesta ciertos problemas en materia financiera debido a la coyuntura económica. 
Simultáneamente, algún miembro de ese Directorio habla de la existencia paralela de negociaciones a nivel 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Asimismo, se alude a alguna notificación externa o informe 
externo que tiene que ver con la situación financiera en su casa matriz, en España. 


Hace veinte días, el Directorio de OSE volvió a tener una reunión con todos nosotros, nos hizo una 
cronología de los hechos y se volvió a mencionar la existencia paralela de negociaciones de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, pero aparentemente OSE mantenía el control del seguimiento de los análisis 
técnicos correspondientes y la vigilancia del contrato firmado por ambas partes. 


Hoy, el Directorio de OSÉE vuelve a hacer una cronología de los hechos. Arranca por el mes de agosto; habla 
del atraso en el pago del canon y de un estudio de impacto en la concesión. Se hace referencia al 3 de 
setiembre; se justifican los atrasos en virtud de la variación del tipo de cambio y de una baja de la facturación 
-Me parece que no solo URAGUA debe haber tenido una baja facturación, sino que todos los organismos del 
Estado deben haberla tenido, inclusive la propia OSE-; se habla de una nueva notificación del atraso en 
setiembre y de que el 11 de diciembre la empresa eleva al Directorio una propuesta para mejorar su ecuación 
económica; lógicamente, hablamos de la ecuación económica de la empresa. Luego, se menciona la 
Resolución N* 1287 del 20 de diciembre de este año, donde se aceptan tres puntos de la negociación de 


URAGUA con OSE, y la confirmación el 23 de diciembre de un acuerdo votado por la mayoría del 
Directorio respecto a la modificación de la tasa regulatoria y de la modalidad en el pago el canon. 


Entonces, por un lado, existe una figura que tendría que estar presente en toda esta negociación, que -según 
habíamos entendido- es el Directorio de las Obras Sanitarias del Estado, con sus técnicos en lo que refiere a 
los aspectos jurídicos y a la preservación de la calidad del servicio que se presta -me parece que más que 
preservar las ecuaciones económicas de las empresas, tenemos que cuidar el servicio que como organismo se 
está brindando-, y por otro, está el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Pero 
quisiera saber dónde encaja la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en todo esto. Reitero que me parece un 
factor decisivo, en virtud de que el propio Directorio de OSE admitió que la negociación principal se tuvo 
fuera del organismo. Por lo tanto, quisiera saber cuál es la razón de que la negociación se haya realizado 
fuera del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del Directorio de OSE. 


SEÑORA BARREIRO.- Más allá de que suscribo muchas de las preguntas que formuló la señora 
Presidenta, me voy a referir a otro tema. 


El otro día escuché en "El Espectador" la información que trasmitió sobre todo lo que había hecho el equipo 
económico durante este año. Asimismo, el 28 de diciembre se publicó en un diario que el contador Davrieux 
se refirió a las reformas estructurales. El artículo señala: "Destacó que el año cierra con otra reforma, al 
haberse creado hace dos días la Unidad Reguladora de los Servicios de Agua y Saneamiento". En la Cámara 
de Representantes no teníamos conocimiento de que finalmente se había aprobado la URSEA. 


Asimismo se establece en el medio de prensa que el contador Davrieux señaló que "se apostó fuerte a la 
creación, reglamentación y puesta en funcionamiento de las diferentes unidades reguladoras lo que consideró 
como 'un cambio importante' ya que buscan 'eliminar monopolios', y dar entrada a privados en todas las áreas 
sin recurrir al mecanismo de la privatización”. 


Más adelante, el artículo periodístico expresa: "Los esfuerzos irán dirigidos también a mejorar los 
reglamentos relativos a la distribución y producción" en general de distintas cosas y habla de mejorar, entre 
otras cosas, el marco regulatorio del agua y el saneamiento, "como forma de facilitar la concesión de 
servicios a fin de que los organismos estatales dejen definitivamente de regular la actividad". 


Cuando se votó la ley relativa a la URSEA, en la exposición que realicé en Cámara manifesté que habría sido 
muy bueno contar con el marco regulatorio antes de esa instancia. Tenía conocimiento de que se estaba 
elaborando, según declaraciones del propio contador Davrieux. Como esta Comisión se ha preocupado este 
año por el recurso del agua potable, sería bueno que contara con dicho marco regulatorio para saber qué se 
está pensando y cómo se va a regular el agua en general. 


Por lo tanto, solicito al señor Director de Planeamiento y Presupuesto que nos lo haga llegar apenas se haya 
culminado su elaboración. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Dada la forma en que fueron planteados diversos temas tanto por parte de la 
señora Presidenta, como por los Diputados que han concurrido a la Comisión, haré un planteo más 
general, ubicando qué tiene que ver la Oficina de Planeamiento y Presupuesto con esto. 


(Diálogos) 


En primer lugar, varias veces hemos dicho que, en materia de servicios públicos, solemos distinguir la 
tarea de la política sobre los servicios públicos y las políticas de concesiones, la regulación de los servicios 
públicos y la prestación de esos servicios. Son tres etapas claramente diferentes y en el mundo, comúnmente, 
están diferenciadas. Lo que tiene que ver con lo político es propio del poder político, en el caso específico del 
agua, del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; 
el aspecto regulatorio, en ausencia de una unidad regulatoria también sería de cargo del Poder Ejecutivo; y la 
prestación del servicio es la tarea específica de una empresa que presta servicios de un tipo y no es 
reguladora ni fiadora de política de agua. 


En Uruguay, eso ha venido ocurriendo con muchos servicios, confundiendo todas las cosas y haciendo que 
quien tiene que prestar un servicio también decida cómo se hace y qué tipo de condiciones debe cumplir. Esto 


es inconveniente; es el régimen que teníamos en el sector agua y que todavía seguimos teniendo en materia 
de concesiones, porque por la Ley_N” 16.736 se estableció que las concesiones de agua las da OSE. Esto es 
una anomalía a nivel internacional: las concesiones de cualquier tipo las da el organismo encargado de 
regulaciones y no una empresa en particular que controla a otra y le encuentra los defectos, cuando tal vez 
tiene problemas parecidos. Un caso típico es la ejecución de obras. 


Sin duda, URAGUA está atrasada, según lo que aquí se expresa; no conozco exactamente los detalles, pero es 
claro que está atrasada en la ejecución de las obras de concesión. OSE está mucho más atrasada en su plan de 
obras; sus inversiones cayeron mucho más fuertemente. Es cierto que URAGUA fue afectada en sus ingresos 
y que OSE también. ¿Qué pasó con OSE? Bajó todavía más que URAGUA las inversiones. Estamos viendo 
que URAGUA invirtió un poquito menos, ¡pero si OSE invirtió mucho menos no es demasiado problema! 
¡Pero todo es un problema para el abastecimiento de agua en lo nacional: lo que hizo de menos URAGUA y 
lo que hizo de menos OSE! Me refiero a lo que tiene que ver con el suministro de agua y los servicios de 
saneamiento en todo el país, excepto en Montevideo, donde el saneamiento es de cargo de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. 


¿Cuál es el papel de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en este tema? Surge del artículo 30 de la 
Constitución. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto se crea como encargada de asistir -en el sentido de 
asesorar- al Poder Ejecutivo en todos los planes y programas de desarrollo. Si un integrante del Poder 
Ejecutivo, como es el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, entiende que 
tiene un problema y pide a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto directamente -en este caso acentuado 
por la presencia del señor Presidente de la República- que se ocupe de un tema, esta lo hace porque se lo 
solicita el órgano competente. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto no tiene competencia política en el 
tema, sino el Ministerio. En este asunto en concreto, trabajamos con el señor Ministro Cat desde junio hasta 
mediados de noviembre, por supuesto que aportando cada uno lo que creía conveniente, pero la toma de las 
resoluciones correspondía al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Cuando el tema pasó a ser de carácter financiero, entonces se debía tener la opinión del Ministro de 
Economía y Finanzas. Así que los Ministros de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de 
Economía y Finanzas, con asistencia, asesoramiento o colaboración -como quieran llamarle- de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto toman las decisiones. La OPP no organizaba las reuniones. Hubo varias 
reuniones con los representantes de URAGUA y tuvieron lugar en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Hubo una sola que se realizó en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a 
principios de junio. El grupo de trabajo integrado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, OSE y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto funcionó en esta Oficina, pero como un 
lugar físico. El informe fue redactado por los asesores de los tres organismos. La representante de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto es integrante de la comisión de contralor de la concesión de URAGUA. 
Quiere decir que era quien estaba más informado de los tres, inclusive que el representante de OSE que creo 
que no integra dicha comisión; y si la integra, tiene la misma información, porque ambos tenían el 
seguimiento del cumplimiento de la concesión. 


Quiere decir que, aunque todos dicen que todo está en la OPP, en realidad en esto está subordinada totalmente 
a los Ministerios. A su vez, cuando hubo comunicaciones, fueron firmadas por el Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y cuando se entendió conveniente que así fuera, también fueron 
firmadas por el Director de Planeamiento y Presupuesto porque compartía la opinión de aquél. 


Cuando debido a los cambios en la coalición de Gobierno el Ministro Cat cesa, la comunicación que quedaba 
era de carácter financiero y se hizo con el Ministro de Economía y Finanzas. De hecho, la comunicación que 
voy a hacer es por cuenta del Poder Ejecutivo a OSE en el sentido de que no va a sufrir ningún perjuicio por 
la situación del cambio de títulos porque el Gobierno los tomará a valor nominal. Quiere decir que por la 
continuidad de la concesión, OSEÉ gana dinero, porque si se recauda US$ 8:000.000 y el gasto baja de 

US$ 8:000.000 a US$ 4:000.000, el margen es US$ 4:000.000 y va a recibir más de US$ 5:000.000 por la 
concesión. O sea que es muy claro que con este arreglo que hace OSE no se perjudica. 


Se puede preguntar por qué el Estado recibe sus títulos como que valen 100. He oído con asombro que los 
títulos 2003 y 2004 se compran en 60. Si alguien me puede conseguir muchos, yo se los compro todos, 
porque los del año que viene están a 96 y los del 2004 a más de 80. Si los consiguen a 60, ¡fantástico!, 
compramos todos los que nos vendan a ese precio. Sin embargo, eso no existe. Sin duda, el Gobierno pagará 


las obligaciones de OSE a valor efectivo y recibe títulos que valen 100. Cuando se contabiliza el 
endeudamiento del Gobierno, a todos se los cuenta por cien; no se hace ni por 60, ni por 80 ni por 90 ni por 
96. Cuando vencen, como sucedió en octubre, noviembre y diciembre y como sucederá en febrero y marzo, 
pagaremos 100. Entonces, aceptarlos por 100 no es ninguna enorme concesión por la cual el Gobierno ni los 
contribuyentes pierdan tanto, porque normalmente al vencimiento de esos títulos se van a tener que pagar por 
100, de la misma forma que se los acepta. 


Creo que la participación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto está clara; está claro por qué intervino 
así y qué es lo que ha pasado con las inversiones en general en el país, en la concesión o fuera de ella. 


También se ha dicho que este es un tema técnico, pero no lo es. Creo que no tiene nada de técnico. Se 
continúa con una concesión que favorece al organismo y que ha llevado a que las inversiones, aunque estén 
demoradas, sean por US$ 12:000.000 en Maldonado en los últimos dos años, ya que esta concesión empezó 
en octubre del 2000, y en todo el territorio del país OSE invirtió dos o tres veces ese importe. Quiere decir 
que la inversión por persona en Maldonado en agua y saneamiento fue mucho más alta que la que hubo en el 
resto del país. Se puede decir que es poco, que hubiera sido mejor que fuera más. ¡Hubiese sido fantástico 
que así fuera!, pero fue mucho más que en el resto del país. No será todo lo buena que podría haber sido, pero 
en el país no todo funcionó de la mejor forma. 


El hecho de que haya concesiones o no, no es un tema técnico. Si en el país hay limitaciones para invertir en 
el sector público, si no tiene créditos disponibles en el mundo para esa inversiones y tiene un déficit que debe 
rebajar, la manera de hacer inversiones es lograr que las hagan otros. Por eso hay una política de concesiones, 
y si se tienen dificultades -efectivamente, los ingresos de OSE bajaron de US$ 200:000.000 a 

US$ 100:000.000 y, de la misma forma, los de URAGUA bajan de US$ 20:000.000 a US$ 8:000.000 
proyectados-, contemplémoslas y tratemos de buscar una salida, sin perjudicar al organismo prestador de 
agua. En esa resolución que adoptó, OSE sale en el mejor de los mundos: cobró todo lo que tenía atrasado. Se 
dice que es una empresa mala porque estaba atrasada y ahora que se puso al día, parece que sigue siendo 
mala. ¿Todo el mundo está al día en el Uruguay? ¿Todo el mundo está pagando sus deudas sin ningún atraso? 
Tengo idea de que, más bien, hay movimientos de no pago y refinanciaciones. En este caso, debido a este 
acuerdo, la empresa se pone totalmente al día y hay un compromiso de pagar en títulos. En este momento, 
esto es demasiado negocio; creo que URAGUA no pensó eso, porque los títulos uruguayos del año 2003 se 
están cotizando todos por encima de 90. Quiere decir que la rebaja es mínima. Parece que eso es un acuerdo 
que se ha alcanzado y que cumplirá o, en todo caso, se irá y pagará la garantía. 


Sinceramente, creo que a este acuerdo le faltan elementos para llegar a ser viable porque, si quiere, OSE 
puede retomar -creo que puede- la prestación del servicio en Maldonado; pero lo que no va a recobrar es el 
dinero para hacer más inversiones, porque los habitantes de Maldonado y los menores turistas que hay van a 
pagar mucho menos y no va a tener recursos para hacer las inversiones. 


Ante esa alternativa, lo que se plantea -por lo que pude leer de la resolución, porque fue adoptada por OSE y 
no fue consultada con nadie en sus componentes finales- es el establecimiento de una especie de período de 
transición de dos años en el que se verá si la concesión se viabiliza o continúa o, en todo caso, cesa. Uruguay 
está en una situación que no es la mejor; no está llegando dinero en grandes cantidades para el financiamiento 
y los organismos públicos no tienen una gran cantidad de dinero para invertir. Es una opción de un país con 
dificultades que trata de sobreponerse de la mejor forma. 


¿Quién tomó la decisión final? Claramente, la tomó OSE, porque participó con técnicos y con conocimiento 
de su Directorio en los estudios previos, tuvo conocimiento de la posición del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y luego del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto en cuanto a la disposición a respaldar a este organismo tomando sus títulos 
por su valor nominal. De tal manera que el beneficiado de esta resolución es el organismo público OSE, que 
cobra todo lo atrasado y de alguna manera se le garantiza de cobrar en el futuro el canon por su valor en 
dólares para hacer frente a sus obligaciones. Si ese canon es menor o mayor que su obligación en deudas, no 
es un problema de esta revisión del contrato: tiene que ver con el planteo original del llamado a licitación de 
julio de 1998. 


SEÑORA BARREIRO.- Quería hacer un comentario sin profundizar demasiado en esto. 


El contador Davrieux habla de la inversión de US$ 12:000.000 y de que OSE ha realizado menos inversión. 
Por la licitación 1.008 -que reiteradamente ha mencionado el señor Diputado Rossi- la concesión se entregó 
con una inversión hecha por OSE, para que explotara el concesionario, de US$ 12:000.000. En los años 1998 
y 1999, se invirtió en Maldonado US$ 12:000.000, en promedio, frente a los US$ 700.000 que se habían 
invertido antes, y eso fue para que lo aprovechara el concesionario. Además, la facturación anual de OSE 
superaba los US$ 20:000.000, que dejó de percibir. Y está el tema de los subsidios cruzados: lo que ganaba 
Maldonado se aplicaba para hacer obras en otros lados. 


Así que lo dicho es bastante relativo. No soy experta en números, como lo es el contador Davrieux, pero 
realmente no sé hasta qué punto nos ha convenido, estrictamente en lo que tiene que ver con cifras, la 
concesión a URAGUA; y ni que hablar de otros temas, como la calidad del agua y otros. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Cuando hizo uso de la palabra la señora Diputada Barreiro me acordé de un 
tema. Dentro de la exposición que realicé el día viernes mencioné que una de las tareas a efectuar en el 
año 2003 es el planteo de un marco legal regulatorio de agua y saneamiento. O sea que no va a ser 
necesario traer a esta Comisión, como algo distinto, lo que se proyecta, sino que espero que sea 
presentado oficialmente. Espero que en el primer mes del año podamos terminar de corregir el 
borrador o anteproyecto de ley del marco regulatorio de agua y saneamiento para que sea presentado a 
consideración de las Cámaras. 


SEÑOR ROSSI.- A lo mejor el contador Davrieux nos puede adelantar algo más porque, seguramente, 
ese marco que promueve el Poder Ejecutivo para los primeros meses del año estará en sintonía con lo 
establecido en la última carta de intención. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es posible. Yo no he revisado la carta de intención del Fondo Monetario 
Internacional, pero normalmente el gobierno uruguayo tiene por costumbre anunciar sus políticas y 
comprometerse a hacer las cosas que quiere. Entonces, cuando en los documentos con organismos 
internacionales se dice: ''me comprometo a hacer esto", es porque eso es lo que quiere hacer y no algo 
distinto. 


Por el momento, el contenido exacto del texto no está definido. Hay un anteproyecto, que yo leí hace bastante 
tiempo porque fue elaborado hace más de seis meses, pero no les puedo dar detalles al respecto. Como es 
natural, el tema va a ser analizado fundamentalmente dentro del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que es el órgano competente. 


SEÑOR ROSSI.- Quiero dejar la siguiente constancia. 


El contador Davrieux, con toda claridad, se refirió a que la decisión final fue tomada por OSE. Y si se revisa 
la versión taquigráfica, también surgirá claramente -por lo menos, así lo comprendí yo- que otra fue la 
afirmación que realizó el Directorio de OSE. 


Por otra parte, queda un tema -que será abordado en otra oportunidad- que tiene que ver con el capítulo de 
inversiones: la diferencia que hay entre los ingresos habituales, lo que OSE recibió de canon y lo que 
efectivamente se invirtió. Más bien, faltó plata. No es que haya venido alguien a agregar dinero a la 
inversión, sino que falta. Es decir, que de esa ecuación, alguien retiró plata, en su beneficio legítimo, porque 
así lo establece la concesión, pero no se agregó dinero en inversiones. Esto no tiene nada que ver con la 
eficiencia o no del organismo OSE, tema que, por cierto, también habrá que examinar. Acá nadie está libre de 
culpas, si es que se las tiene. Cada uno de nosotros somos responsables y deberemos responder por nuestra 
cuota parte: será más grande o más chica. 


Asimismo, quisiera saber si he entendido bien lo relativo al pago de las obligaciones como consecuencia de 
la licitación 1008: OSE recibe el canon, o posiblemente lo puede recibir, en títulos de deuda pública. Esos 
títulos van a ser recibidos al 100% por el gobierno uruguayo, por el tesoro nacional. Pero OSE tiene 
obligaciones con instituciones privadas a las que les debe pagar amortizaciones y va a ser muy difícil que 
esos títulos, al 100%, los reciban estas instituciones. Quiere decir que la diferencia la va a poner el gobierno 
uruguayo. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No hay diferencia. 


En términos contables, supongamos que en un año, en lugar de pagar la cifra mensual, URAGUA paga los 
US$ 5:200.000, que creo que es el canon anual. 


(Interrupción del señor Representante Rossi) 


Pero pone unos US$ 5:000.000 anuales. Entonces, pone US$ 5:000.000 en bonos y el gobierno paga 
US$ 5:000.000 de deuda de OSE. De manera que cuando uno mira las cuentas del gobierno en su totalidad, 
advierte que debe US$ 5:000.000 menos y que tiene US$ 5:000.000 menos. 


SEÑOR ROSSI.- No es así; porque no es al 100%. 
SEÑOR DAVRIEUX.- Pero cuando el gobierno deja de ver esos títulos los paga a cien. 


SEÑOR ROSSI.- Pero van a llegarle al gobierno antes de lo que el circuito establece. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Pero fíjense que llegan dentro del año. Adviértase que en el 2003 y el 2004 
tienen que tener un vencimiento dentro de los seis meses. O sea que son los que tiene que pagar por 
cien en 2003, que los recibe por cien en 2003; tal vez se reciba en enero alguno de octubre, pero esa es 
la única diferencia. 


SEÑOR ROSSI.- Entonces, lo que realmente me preocupa es algo que también dijo el contador 
Davrieux: que el acuerdo es insuficiente, porque no van a variar sustancialmente los aportes que tiene 
que realizar la empresa. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es posible. Por ahí se plantea algo, pero yo no conozco las comunicaciones entre 
OSE y URAGUA; parece que ustedes sí. Hubo una comunicación que URAGUA presentó a OSE; 
luego, OSE tomó una resolución. Al parecer hay una comunicación de URAGUA en la que se dice que 
sería insuficiente y que tendría que negociar. He escuchado que varios señores Diputados repetían eso; 
por eso lo tomé como algo que era de conocimiento público: no es de mi conocimiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros pensábamos que si había alguien que podía saber todo respecto a 
este tema, era usted. 


SEÑOR DAVRIEUX.- ¿Cómo voy a conocer comunicaciones que no son mías? Yo no leo las cartas de 
los demás. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creímos que si había alguien que manejaba todas las comunicaciones sobre 
este tema era usted; por eso se le trasladó la inquietud. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No; exageran. 


SEÑOR ROSSI.- Para esclarecer la situación, tengo en mi poder una carta fechada el 11 de diciembre 
de 2002 en Maldonado, dirigida al Presidente de OSE, con copia al contador Ariel Davrieux en la que 
se resume toda esta operación; no es la resolución, pero es el material base para ella. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Esa sí la conocía. 


(Diálogos) 


Yo entendí que los Diputados se referían a después que OSE tomó la resolución: si no existe, hay 
sobradas razones para que no la conozca. 


(Hilaridad) 


———Cuando uno proyecta inversiones de acuerdo al crecimiento de la demanda, pero esta no crece, las 
inversiones no se justifican, porque serían puro derroche. Entonces, hay que esperar a que crezca la demanda 
para justificar determinadas inversiones. Esto es un hecho. Uno dice, por ejemplo, si yo tengo más demanda, 
voy a comprar dos ómnibus más para llevar a la gente; de lo contrario, no los compro y espero a que haya 
mayor demanda. Entonces, para qué obligar a la gente a hacer inversiones de ampliación para atender una 
mayor demanda que no existe. 


SEÑOR SENDIC.- A pesar de que el contador Davrieux a minimizado la diferencia que va a recibir 
OSE entre el valor real y el valor nominal de los bonos, el organismo está pidiendo un respaldo del 
Poder Ejecutivo, es decir, que alguien se haga cargo de esa diferencia. Entonces, ¿quién se va a hacer 
cargo de esa diferencia? Recordemos que el Poder Ejecutivo tiene sus recursos muy acotados y tiene 
determinado por el Parlamento en qué puede gastar sus recursos. Reitero: ¿de dónde va a salir la 
diferencia entre el valor real y el valor nominal de los bonos con los que URAGUA va a pagar la 
concesión? 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Quisiera saber si el contador Davrieux considera que la empresa 
URAGUA es solvente económicamente. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Sendic, debo decir que no hay tal 
diferencia. El Gobierno va a aceptar bonos. Aquellos por los que deba pagar 100 cuando venzan, los va 
a aceptar por valor 100. Entonces, en OSE no habrá ninguna diferencia que cubrir. El organismo va a 
recibir US$ 5:200.000 en bonos y, luego, recibirá US$ 5:200.000. Si en lugar de ser OSE la que 
presentara esos bonos, fuera el señor Diputado -porque se los vendió URAGUA-, también se le pagaría 
US$ 5:200.000, porque al vencimiento el Gobierno paga por el valor nominal; de lo contrario, entraría 
en lo que se llama "default". 


SEÑORA BARREIRO.- Voy a hacer una interpretación casera para saber si entendí bien lo relativo a 
esa diferencia que no existe: de la misma forma el Gobierno pagaría la deuda externa de 2003 y 2004. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Sería fantástico que la gente nos hiciera ese canje, pero no tenemos suficiente 
capacidad para recibirlo. 


De hecho, ese cambio por valor 100 se acaba de hacer -con críticas de algunas calificadoras de riesgo- por 
US$ 150:000.000 con las AFAP. También se hizo un cambio del orden de US$ 100:000.000 con el Banco de 
Seguro, por valor 100 y, como pago por el Fondo de Estabilidad, se aceptó al Banco de la República cerca de 
US$ 300:000.000, por valor 100. O sea que esto no es nada excepcional; ya lo hemos hecho con alrededor de 
US$ 500:000.000 y ahora estamos discutiendo lo grave que son estos US$ 5:000.000. Al decir que se trata 
solo de US$ 5:000.000 no estoy minimizando la situación, pero es la misma naturaleza de lo que ya se 
aceptó. Además, no se aceptaron a valores de 2003 y 2004, sino que al Banco de la República se le aceptaron 
valores de 2012 y 2014, por valor 100 para cancelar los adelantos del Fondo de Estabilidad que hizo el 
Gobierno con los fondos que vinieron de organismos internacionales. De alguna manera, el Banco de la 
República los recibió como pago de deudores que tenían mora, pero lo capitalizaron y mejoran su situación, 
cancelando deuda por el mismo valor de lo que nos debían a nosotros, con Títulos de valor 100. En todo 
caso, se podría decir que el Gobierno se los pudo comprar más barato al Banco de la República, hacer el 
negocio y embromar al Banco, pero la institución no está en condiciones de ser embromada. Es muy 
conveniente mantener un Banco de la República sólido, y hacemos el cambio por 100. 


En relación a la pregunta de si URAGUA es una empresa consolidada y fuerte, básicamente, puedo decir que 
se trata de una sociedad anónima propiedad de tres empresas españolas. La minoría mayor -que tiene 
alrededor del 49%- es una empresa eléctrica, la más grande de España, llamada Iberdrola Energía S.A; es una 
empresa que debe ser varias veces la UTE, es decir que es muy importante. La otra empresa es Consorcio 
Aguas de Bilbao Bizkaia y, la otra, es una especie de caja popular del País Vasco. Por supuesto que los 
propietarios son muy importantes, pero la empresa URAGUA tiene su propio capital y es una sociedad 
anónima; si pierde su capital, puede desaparecer, como cualquier empresa. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Tal como lo dijo el contador Davrieux, el 49% de la propiedad de 
URAGUA S.A., pertenece a una empresa que brinda servicios de energía eléctrica en España, por lo 


que tendría solvencia económica. 
SEÑOR DAVRIEUX.- No soy el encargado de analizar eso. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- En principio, sorprende que si tiene solvencia económica plantee bajar la 
tasa regulatoria, pagar en bonos y demás. Entonces, cuál es la explicación que usted encuentra para 
que URAGUA haya hecho esos planteamientos en este momento. 


Por otra parte, tengo datos de que el consumo de agua en el departamento de Maldonado no disminuyó 
sensiblemente. Inclusive, públicamente la empresa Uragua ha hecho un reconocimiento a la población de 
Maldonado porque, a pesar de la devaluación, ha seguido cumpliendo y los atrasos y cortes de conexiones no 
son lo que ellos esperaban. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Siguiendo los planteos del señor Diputado Pérez Morad entraremos en un tema 
altamente especulativo. ¿Por qué alguien hace lo que propone? 


De todas formas, creo que el señor Diputado ha dicho cosas correctas. Por ejemplo, el consumo de agua, en 
metros cúbicos, no ha disminuido. Lo que ha bajado en forma muy importante es el valor en dólares de ese 
consumo de agua. Por supuesto que la población de Maldonado no podría seguir pagando en dólares lo 
mismo que antes, pero en la medida que las obligaciones tanto de inversión como de canon, están expresadas 
en dólares, causan un enorme perjuicio a la empresa. Esto es en cuanto a las dificultades de URAGUA. 
También las tiene OSE, porque le bajó mucho la facturación en dólares y sus obligaciones de endeudamiento 
externo son en dólares; eso es lo que está deprimiendo el nivel de inversiones de OSE. El organismo está 
cumpliendo con todas sus obligaciones a costa de bajar su nivel de inversión; no se trata de que los 
Directores sean perversos, sino que están actuando -voy a permitirme decir esto ya que no están- 
excelentemente, con mucha seriedad y honestidad. El hecho concreto es que OSE tiene menos recursos. Hay 
que aceptar que la justificación final de cualquier empresa es que alguien quiere tener lo que está 
suministrando porque es valioso. URAGUA y OSE existen porque suministran agua. Pero cuando una 
empresa hace una inversión busca recuperar su capital y obtener algún rendimiento. Con las condiciones 
económicas del Uruguay y con las obligaciones asumidas, la empresa URAGUA S.A. -no sus propietarios- 
tiende a desaparecer, porque tiene obligaciones en dólares muy importantes e ingresos en pesos que han 
bajado mucho. 


Entonces, como inversión, como negocio, evidentemente, es malo. Por eso es que hace un planteo. Quiere 
seguir suministrando agua y trabajando en esto, pero aspiraría a mejores condiciones porque las condiciones 
económicas han cambiado. Eso es lo que dice la empresa. Conociendo que una empresa cuando hace una 
inversión piensa tener rendimiento -si no, no pediría dinero prestado ni pagaría intereses-, plantea estas 
cuestiones económicas, la ecuación económica de la concesión. Los ingresos bajan en dólares y los gastos 
son fijos en dólares, por lo que esa empresa es insostenible. Por eso plantea estas cosas En todo caso, podría 
decir que fue una mala inversión, un mal negocio, paguemos lo que haya que pagar y nos vamos. Esto para 
Uruguay no es una buena perspectiva, teniendo en cuenta que el país tiene necesidad de gente que invierta. 
Van a decir que los que vinieron están tan mal que prefieren pagar multas e irse antes que seguir trabajando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión va a estudiar la información recibida. 


Agradecemos su presencia en esta Comisión y le deseamos feliz año. 
Se levanta la reunión. 


(Es la hora 19 y 16) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


